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INTRODUCCIÓN La protección en el proceso penal y la atención pericial 
a las víctimas de violencia, especialmente las más vul-
nerables, en Latinoamérica es un asunto que requie-
re una mirada detallada y profunda. Sobre todo, en la 
actualidad donde la salud pública es tema central en 
la agenda política y de opinión pública global debido 
a la pandemia generada por el Covid-19 y sus implica-
ciones en diversos ámbitos. El caso latinoamericano 
es particular porque se han estimado consecuencias 
complejas de las medidas asumidas por los Gobiernos 
latinoamericanos para contener la pandemia, especí-
ficamente afectación en los indicadores sociales y au-
mento de los riesgos de victimización para mujeres y 
NNA en contextos de confinamiento social (Rettberg, 
2020; CEPAL, 2020; ONU Mujeres, 2020). 

Por tanto, es de suma importancia analizar la norma-
tiva nacional e internacional sobre los derechos de la 
infancia y la adolescencia con el fin de mejorar los pro-
tocolos de atención pericial a las víctimas de la violen-
cia. Así pues, es relevante fortalecer el conocimiento 
de la normativa internacional y nacional que regula los 
derechos de la infancia y adolescencia, así como sus 
distintos mecanismos de protección. De igual manera, 
se requiere brindar insumos para mejorar la atención 
pericial a las víctimas más vulnerables de la violencia 
(menores y mujeres), así como exponer las buenas 
prácticas desarrolladas por España en la asistencia a 
víctimas y lograr el intercambio de experiencias con 
profesionales de América Latina y el Caribe.

En suma, el presente documento recoge insumos y 
aportes por países relacionados con los tres grandes 
aspectos antes mencionados. En un primer momento, 
se exponen temas acordes con la normativa sobre los 
derechos y protección a la infancia y adolescencia. Se 
hace énfasis especial en la normativa vigente en cada 
país frente a los derechos de la infancia y adolescen-
cia y se exponen los mecanismos de protección y las 

especialidades en el tratamiento jurídico procesal en 
el caso de víctimas del delito menores de edad. Todo 
esto con el propósito esencial de intercambiar expe-
riencias y, de manera comparativa, recolectar infor-
mación relevante que pueda ser útil para el trabajo 
futuro en cada uno de los países analizados.

El segundo bloque de contenidos aborda la atención 
pericial a las víctimas más vulnerables. Aquí, el foco 
de análisis se sitúa en los sistemas de atención peri-
cial a las víctimas más vulnerables, como las víctimas 
niños, niñas y adolescentes (en adelante NNA) y las 
mujeres. De igual manera, se pone de relieve cuál y 
cómo es la intervención de los Institutos de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses en cada país, en qué consis-
ten y si se encuentran ejecutándose los protocolos de 
actuación elaborados por el Consejo Médico Forense 
y otros organismos nacionales e internacionales, así 
como las pautas para mejorar la atención pericial a las 
víctimas más vulnerables.

En el último bloque se expone la atención a las vícti-
mas del delito, esto es, se presenta con el mayor nivel 
de detalle posible el funcionamiento del sistema de 
atención a las víctimas del delito, con especial referen-
cia a las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito 
y la atención a las víctimas del delito en servicios es-
pecializados a nivel nacional. También se presenta la 
actuación de cada país en la materia, se resaltan tanto 
los aspectos positivos y negativos de esa actuación, se 
identifican las buenas prácticas implementadas y se 
esbozan una serie de propuestas de mejora frente a 
la situación analizada. Por tanto, a continuación, el lec-
tor podrá encontrar un resumen pormenorizado de 
los elementos aportados por los países participantes 
en el curso con miras a establecer un panorama de la 
realidad latinoamericana frente a la protección de las 
víctimas más vulnerables en los procesos penales. 
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El presente documento recoge insumos y 
aportes por países relacionados con los tres 
grandes aspectos: 
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En lo referente a la normativa vigente en territorio bo-
liviano se destaca, en un primer momento, la creación, 
mediante Decreto Supremo 27443, de las Defensorías 
de la Niñez y Adolescencia (DNA) como instancias de 
defensa y protección psicosociojurídica de niños, ni-
ñas y adolescentes, reguladas por los Gobiernos mu-
nicipales, en correspondencia con las disposiciones 
del Código del niño, niña y adolescente (CNNA) y nor-
mas afines. 

En línea con lo anterior, se encuentra el respaldo jurí-
dico a la protección a los niños, niñas y adolescentes 
hijas o hijos de víctimas de feminicidio según lo con-
tenido en el artículo 36 de la ley 348. De igual manera, 
hay seguimiento y acompañamiento a víctimas de de-
litos penales a través de un equipo multidisciplinario 
(legal, social y psicológico), así como los esfuerzos para 
la creación de protocolos de atención y para el relacio-
namiento interinstitucional en promoción y atención 
de niños, niñas y adolescentes víctimas.

Entre las propuestas de mejora formuladas se solici-
ta invertir en la protección de la niñez y adolescencia 
puesto que se trata de un imperativo moral que pre-
viene daños psicológicos a largo plazo y, además, ga-
rantiza que los niños, niñas y adolescentes estén se-
guros y desarrollen todo su potencial. En ese sentido, 
también se propone direccionar esfuerzos para evitar 
que la niñez y adolescencia crezca en la pobreza y la 
vulnerabilidad, es decir, propender por garantizar su 
bienestar actual y las posibilidades de un futuro mejor 
evitando los daños irreversibles.

Por otra parte, también se propone mejorar el acceso 
al sistema de justicia en especial a los servicios espe-
cializados para la protección de la niñez, así como for-
talecer la coordinación y las redes interinstitucionales 

de atención a niños, niñas y adolescentes. En esa mis-
ma línea, también es relevante avanzar en el trabajo 
de actualización y fortalecimiento de los protocolos de 
atención y mecanismos de intervención y derivación a 
esta población vulnerable.

Aunque Bolivia cuenta con el Código Niño, Niña y Ado-
lescente (CNNA) que reconoce, desarrolla y regula el 
ejercicio de los derechos de esta población, no obs-
tante, es vital garantizar que cada niño, niña y adoles-
cente boliviano pueda ejercer plena y efectivamente 
sus derechos, desarrollarse integralmente y exigir el 
cumplimiento de los mismos. Por último, es importan-
te destacar la necesidad de que se cuente con perso-
nal especializado en victimología infantil en los servi-
cios de atención primaria integral de NNA.

NORMATIVA 
SOBRE DERECHOS 
Y PROTECCIÓN A 
LA INFANCIA Y LA 
ADOLESCENCIA
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En cuanto a los aspectos positivos cabe destacar que 
en Bolivia se cuenta con instancias de atención inte-
gral, protección y promoción de denuncia que brindan 
acompañamiento, preparación e intervención en todo 
el proceso penal, es decir, desde el momento mismo 
de la denuncia, actos investigativos, juzgamiento, eje-
cución y reparación integral del daño. Para el desa-
rrollo de ese conjunto de labores se encuentran las 
siguientes instituciones: Servicio Legal Integral Muni-
cipal (SLIMs), Defensoría de la Niñez y Adolescencia 
(DNA), Servicio Plurinacional de Asistencia a la Victima 
(SEPDAVI), Servicios Integrales de Justicia Plurinacional 
(SIJPLU) y Autoridades Indígenas Originarios Campesi-
nos.

Por otra parte, en Bolivia el Ministerio Público tiene 
como brazo operativo al Instituto de Investigaciones 
Forenses (IDIF), institución encargada de realizar los 
estudios científicos-técnicos laboratoriales multidisci-
plinarios, contribuyendo a la búsqueda y al esclareci-
miento de los hechos dentro de un proceso investiga-
tivo como, por ejemplo, pericias en genética forense, 
biología forense, lesionología, autopsias, necropsias y 
otras pericias que se practican en hechos que tienen 

a personas vulnerables como víctimas. Es preciso se-
ñalar que el IDIF depende administrativa y financiera-
mente de la Fiscalía General del Estado, gozando de 
autonomía funcional en el cumplimiento de sus tareas 
científicotécnicas. 

Por último, entre los aspectos negativos cabe señalar 
que los peritos en las diferentes áreas de especializa-
ción son, en número, reducidos en relación con el ni-
vel poblacional y la demanda de atención, por lo tanto, 
la sobrecarga de causas provoca dilación en los proce-
sos. 

En cuanto a las buenas prácticas resalta que el Órgano 
Judicial a través del Tribunal Supremo de Justicia ha 
desarrollado una plataforma para el reglamento del 
registro y actuación de peritos, intérpretes y traducto-
res para profesionales peritos en diferentes áreas. Por 
otra parte, el Ministerio Público cuenta con la Direc-
ción de Protección a las Víctimas, Testigos y Miembros 
que tiene a su cargo a las Unidades de Protección a 
Víctimas y Testigos (UPAVT), ubicadas en las Fiscalías 
departamentales de Beni, Chuquisaca, Cochabamba, 
Oruro, Pando, Potosí, Santa Cruz, Tarija y La Paz, inclu-
yendo El Alto. Estas unidades cuentan con un equipo 
interdisciplinario conformado por profesionales en las 
áreas de trabajo social y psicología, quienes son los 
encargados de brindar asistencia y protección a vícti-
mas, testigos, denunciantes y miembros del Ministe-
rio Público que coadyuven con la persecución penal.

En lo que respecta a las propuestas de mejora se so-
licita la creación de unidades periciales multidiscipli-
narias especializadas en poblaciones vulnerables o 
violencia de género, así como la elaboración de un 
protocolo de atención a las víctimas con el fin de brin-
dar medidas de protección específicas.

...En lo que respecta a las 
propuestas de mejora 
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Entre los aspectos positivos se relaciona que en Bolivia 
la atención a las víctimas de delitos se realiza median-
te la atención integral, protección y promoción que se 
brinda a través de diferentes instituciones estatales 
como: Servicio Legal Integral Municipal (SLIM), Defen-
soría de la Niñez y Adolescencia (DNA), Servicio Pluri-
nacional de Asistencia a la Victima (SEPDAVI), Servicios 
Integrales de Justicia Plurinacional (SIJPLU) y Autori-
dades Indígenas Originarios Campesinos. Así mismo, 
como se señaló en el apartado anterior, se tiene como 
brazo operativo al Instituto de Investigaciones Foren-
ses (IDIF) que cuenta con equipos multidisciplinarios 
que atienden a la población, especialmente a los sec-
tores más vulnerables como niñas, niños, adolescen-
tes, mujeres en situación de violencia y personas de la 
tercera edad, interviniendo de esta manera para que 
las víctimas tengan acceso a la justicia. 

También es preciso resaltar que la atención a los sec-
tores más vulnerables se realiza al amparo de leyes 
como la Ley 348 “Ley Integral para Garantizar a las 
Mujeres una Vida Libre de Violencia”, Ley 548 “Códi-
go Niña, Niño y Adolescente”, Ley 369 “Ley del Adulto 
Mayor”, Ley 263 “Ley Integral contra la Trata y Tráfico 
de Personas” y la Ley 464 del Servicio Plurinacional de 
Asistencia a la Victima y el Decreto Supremo 2094.

Como buenas prácticas se identificó, inicialmente, que 
el Ministerio Público cuenta con un protocolo de aten-
ción a las víctimas de algún delito. Así mismo, el Servi-
cio Plurinacional de Asistencia a la Víctima cuenta con 
un protocolo de atención a la víctima del delito penal 
y el Ministerio Público posee la Dirección de Protec-
ción y Atención a Víctimas, Testigos y Miembros del 
Ministerio Público que, a su vez, tiene a su cargo a las 
Unidades de Psicología y Trabajo Social en las Fisca-
lías Departamentales de los nueve departamentos de 
Bolivia quienes son los encargados de brindar asisten-

cia y protección a víctimas, testigos, denunciantes y 
miembros del Ministerio Público que coadyuven con 
la persecución penal.

Entre las propuestas de mejora se sugiere la elabora-
ción de un protocolo de atención a las víctimas para 
brindarles medidas de protección. En la misma línea 
de acción se propone la institucionalización, capacita-
ción y evaluación periódica de los servidores públicos 
que desempeñan cargos en las referidas instituciones 
de atención a víctimas vulnerables, tales como Servi-
cio Legal Integral Municipal, Defensoría de la Niñez y 
Adolescencia, Servicio Plurinacional de Asistencia a la 
Víctima y los Servicios Integrales de Justicia Plurinacio-
nal.

LA ATENCIÓN A LAS 
VÍCTIMAS DEL DELITO
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Para iniciar, Chile el 26 de enero de 1990 suscribió la 
Convención sobre los Derechos del Niño y desde ahí 
ha ido transitando lentamente desde la doctrina tute-
lar, donde se entendía que niños, niñas y adolescentes 
eran objeto de protección del Estado en su calidad de 
incapaces, hacia un enfoque basado en su reconoci-
miento como sujetos de derechos donde el rol estatal 
consiste en la promoción, protección y restitución de 
los mismos. 

A partir de entonces, el Estado adquirió el compromiso 
de adoptar todas las medidas administrativas, legisla-
tivas y de cualquier índole que sean necesarias para 
garantizar efectividad a los derechos reconocidos en 
la mencionada Convención. En el contexto de dicho 
compromiso, Chile ha tomado diversas medidas en la 
dirección de contar con una legislación, una institucio-
nalidad y una política que garanticen el ejercicio de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y cul-
turales de manera integral, acorde a una perspectiva 
de autonomía progresiva que reconozca a los niños y 
niñas como sujetos de derecho y que reconfigure la 
relación de estos con el Estado, la familia y la sociedad.  

Por consiguiente, en la actualidad Chile cuenta con 
instituciones públicas que orientan su quehacer en la 
protección y promoción de los derechos de los NNA. 
Desde el año 2018 se creó la Subsecretaría de la Ni-
ñez, dependiente del Ministerio de Desarrollo Social 
y Familia. Además, se cuenta con la Defensoría de los 
Derechos de la Niñez, organismo autónomo encarga-
do de la difusión, promoción y protección de derechos 
humanos de todos los NNA que habitan el territorio 
chileno, entidad encargada de interponer acciones y 
presentar querellas cuando conozca de delitos en que 

las víctimas sean NNA, y la ley lo autorice; recibir peti-
ciones y derivarlas al organismo competente, realizan-
do el seguimiento correspondiente; visitar los centros 
de privación de libertad, centros residenciales de pro-
tección o cualquier otra institución, lo que incluye a 
los vehículos, en los que se mantengan NNA privados 
de libertad y emitir informes sobre las vulneraciones 
de derechos que se constaten en esos lugares; denun-
ciar vulneraciones a los derechos de NNA ante los ór-
ganos competentes, remitiendo los antecedentes que 
funden dicha denuncia; velar para que los responsa-
bles de formular las políticas públicas nacionales ten-
gan en consideración los derechos de NNA; velar por 
la participación de NNA, para que puedan expresar 
su opinión y ser oídos en los asuntos que les concier-
nen; intermediar o servir de facilitador entre NNA y 
los órganos de la Administración del Estado o aquellas 
entidades que tengan por objeto la promoción o pro-
tección de derechos de los niños, cuando conozcan 
hechos u omisiones que los puedan vulnerar; emitir 
informes y recomendaciones que tengan por objeto 
la promoción o protección de derechos de NNA; y, por 
último, promover el cumplimiento de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, promoviendo la adhe-
sión o ratificación de otros tratados

Por lo tanto, la creación de la Defensoría de la Niñez 
ha demostrado la necesidad de contar con un organis-
mo que sea más operativo en la protección de los NNA 
y que tenga mayor cobertura territorial pues, aunque 
es un organismo que está en proceso de puesta en 
marcha, actualmente solo tiene presencia en 6 ciuda-
des chilenas, cubriendo solo una parte de la población 
de todo el país.
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Por otra parte, es importante destacar también el tér-
mino del Servicio Nacional de Menores, dependiente 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que 
desde el 1 de octubre de 2021 fue reemplazado por dos 
organismos encargados de la infancia y adolescencia: 
el Servicio Nacional de Protección Especializada a la 
Niñez y Adolescencia (“Mejor Niñez”), dependiente del 
Ministerio de Desarrollo Social y Familia; y el Servicio 
de Responsabilidad Penal Adolescente, dependiente 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 

Además de lo anterior, en Chile existen en el ámbito 
judicial los Tribunales de Familia que se encargan de 
tramitar las causas de NNA que se ven afectados en 
sus derechos de protección y cuidado. Estos tribuna-
les, por mandato de la Convención sobre Derechos del 
Niño, deben resolver sus causas siempre en virtud del 
interés superior del NNA. Luego, a partir del año 2017 
se creó en el Ministerio de Justicia y Derechos Huma-
nos el programa Mi Abogado, cuya misión consiste en 
la entrega de defensa jurídica especializada, interdisci-
plinaria e independiente a NNA que se encuentran en 
modalidades alternativas de cuidado con el objetivo 
fundamental de asegurar una representación integral. 
Se destaca la independencia del Programa, que, en su 
misión de proteger y restituir los derechos de los NNA 
a quienes representa, puede accionar en contra del 
Estado, y sus distintos ministerios, servicios y organis-
mos, así como en contra de cualquier persona o insti-
tución que sea responsable de vulneraciones, sean o 
no constitutivas de delito.  Así, este Programa que en la 
actualidad atiende a más de 9 000 NNA, y que dobló su 
capacidad a partir de octubre de 2021, representa uno 
de los principales garantes en la protección integral de 
los NNA del sistema de protección, y especialmente de 

aquellos que han sido víctimas de delitos mediante la 
presentación y tramitación de querellas, velando por 
evitar su victimización secundaria y asegurar que los 
responsables de los ilícitos sean castigados.  

En concordancia con lo señalado en los párrafos pre-
cedentes existe una serie de desafíos pendientes en 
materia de protección de la infancia y adolescencia en 
Chile. No obstante, es importante destacar dos políti-
cas públicas que se hacen cargo de velar por los de-
rechos de los NNA víctimas de delitos en el proceso 
penal: primero, el ya mencionado programa Mi Abo-
gado, una buena práctica inédita en Chile que ha sido 
bien valorada por diversos organismos nacionales e 
internacionales. Segundo, se encuentra la Ley de En-
trevistas Videograbadas y, Otras Medidas de Resguar-
do a Menores de Edad, Víctimas de Delitos Sexuales 
(Ley 21057) cuyo principal objetivo es prevenir la victi-
mización secundaria de NNA, evitando así toda conse-
cuencia negativa que estos puedan sufrir con ocasión 
de su interacción, en calidad de víctimas, con las per-
sonas o instituciones que intervienen en las etapas de 
denuncia, investigación y juzgamiento de los delitos 
que menciona dicha ley.

Por consiguiente, la Ley de Entrevistas Videograba-
das establece un nuevo marco normativo que regu-
la la toma declaraciones, la formulación de preguntas 
inadecuadas, repetitivas y excesivas de los distintos 
actores, entre otros factores. Este mecanismo innova-
dor en Chile, que se está implementado por etapas en 
todo el territorio, constituye una de las garantías más 
relevantes que permiten evitar la victimización secun-
daria de NNA víctimas de delitos. 

CHILE

...La creación de la 
Defensoría de la Niñez 

ha demostrado la 
necesidad de contar 
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la protección de los 
NNA y que tenga mayor 

cobertura territorial... 
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En cuanto a la atención pericial de NNA víctimas de 
delitos, en Chile existen los Protocolos y Reglamentos 
del Servicio Médico Legal para evaluación pericial de 
NNA víctimas de delitos, entre los que cabe destacar 
el Protocolo o Norma técnica pericial de salud mental 
en áreas de psiquiatría, psicología y trabajo social mé-
dico legal. Además, existe desde el Ministerio Públi-
co un Modelo de Intervención Especializada en NNA 
víctimas de delitos sexuales y delitos en contexto de 
VIF que guía el trabajo de Fiscales y Unidades de Aten-
ción de Víctimas y Testigos (URAVIT) y de todos aque-
llos que participan en la investigación de estos delitos 
con el fin de implementar acciones de intervención 
que respondan a las necesidades y logren proteger a 
las víctimas, así como agilicen la tramitación e incen-
tiven la participación en el proceso penal. Por último, 
es preciso indicar que esta misma institucionalidad 
existe para la protección de las Mujeres víctimas de 
delitos contando además en estos casos con el trabajo 
en conjunto de Servicio Nacional de la Mujer e Identi-
dad de género (SERNAMEG) quienes entregan apoyo 
psicológico, social y legal a las mujeres vulneradas en 
sus derechos.

Por otro lado, en Chile, con el propósito de dar cum-
plimiento a las obligaciones que impone la ratifica-
ción de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
se encuentra en curso el proceso de creación de una 
institucionalidad que abarque todas las necesidades 
de los NNA y garantice mayores recursos económicos 
dada la realidad de vulneración de los derechos de los 
NNA y la necesidad de reparación e inversión real y 
efectiva. Lo anterior, además, debe ser complemen-
tado con la promulgación de una Ley de Sistema de 
Garantías de la Niñez que funcione como un paraguas 
jurídico que otorgue sistematización, competencias y 
obligaciones a los distintos organismos tanto públicos 
como privados para asegurar el cumplimiento de lo 
establecido en materia de derechos de la infancia y 
adolescencia por los tratados internacionales suscri-
tos por el Estado chileno. 

...cabe destacar el 
Protocolo o Norma 
técnica pericial de 
salud mental en 
áreas de psiquiatría, 
psicología y trabajo 
social médico legal.... 

CHILE



La protección de la víctima en el proceso penal: Una especial 
referencia a las víctimas vulnerables (menores y mujeres).13

El Ministerio Publico de Chile ha ido definiendo un plan 
estratégico mediante orientaciones técnicas para me-
jorar la persecución penal de los hechos constitutivos 
de delitos y la protección a la víctima. Se trata de una 
tarea entregada a este organismo según la Constitu-
ción vigente, junto con la Reforma Procesal Penal que 
está en marcha desde 2005 en todo el país, pasando 
de un sistema inquisitivo a uno acusatorio donde hay 
que investigar, procesar y dictar sentencia en las cau-
sas garantizando así a los NNA como sujetos de dere-
chos en su calidad de víctimas y testigos.

En línea con lo anterior, para evitar posibles situacio-
nes revictimizantes se han establecido medidas para 
regular la cantidad de oportunidades en que se toma 
declaración a las víctimas, regulando el procedimiento 
y preparando a quienes participan en estas diligencias. 
Dicha regulación ha sido por medio de la Ley 20057 
que “regula entrevistas grabadas en video y, otras me-
didas de resguardo a menores de edad, víctimas de 
delitos sexuales”, promulgada en enero de 2018.

Entre las buenas prácticas identificadas en Chile es im-
portante anotar la implementación de la Ley de Entre-
vista Videograbada que garantiza recursos materiales 

y de implementación de salas con la tecnología nece-
saria y que reduce las instancias declarativas de las 
víctimas, previniendo así la victimización secundaria.  
El convenio firmado en 2016, vigente aún, entre la Fis-
calía Nacional y el Servicio Médico Legal establece un 
protocolo de trabajo local para optimizar los procesos 
de citación al Servicio Médico Legal de aquellas perso-
nas que deban participar de procesos forenses en el 
contexto de las necesidades investigativas del Minis-
terio Público. Así, las instituciones elaboraron un mo-
delo de trabajo que incorpora la tecnología necesaria 
para agendar en línea las horas médicas disponibles 
en el Servicio Médico Legal con el fin de efectuar, en 
una primera etapa, pericias asociadas a lesiones.  Este 
protocolo busca además mejorar los flujos de informa-
ción entre ambas instituciones, optimizar el contenido 
de los informes periciales, coordinar la concurrencia 
de peritos a las audiencias en que sean requeridos y 
profundizar los espacios de capacitación intersectorial 
en las que ambas instituciones participan.  

CHILE

ATENCIÓN PERICIAL 
A LAS VÍCTIMAS MÁS 
VULNERABLES 

En Chile en relación con la atención a las víctimas de 
delitos existen varias instituciones de diferentes Mi-
nisterios y Servicios que tienen como objetivo prestar 
una atención integral (jurídica, social, y psicológica), 
entre los que se pueden destacar:

Centro de Apoyo a Víctimas de Delitos (CAVD), depen-
diente de la Subsecretaría de Prevención del Delito del 
Ministerio del interior. Se trata de una entidad dirigida 
a todas las personas que han sido víctimas de delitos 

violentos para que reciban asistencia gratuita y espe-
cializada en el ámbito psicológico, social y legal con 
presencia en cada capital de cada región.

Centros de Atención a Víctimas de Delitos Violentos 
de la Corporación de Asistencia Judicial, dependiente 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Los 
Centros y Unidades de Atención a Víctimas de Deli-
tos Violentos están conformados por un equipo in-
terdisciplinario compuesto por abogados, psicólogos 

LA ATENCIÓN A LAS 
VÍCTIMAS DEL DELITO
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y     asistentes    sociales con el objetivo de atender a la 
víctima y su familia a reparar el efecto causado por la 
vivencia de un delito violento. 

Centros de Atención y Reparación para Mujeres Vícti-
mas/Sobrevivientes de Violencia Sexual, dependiente 
del Servicio Nacional de la Mujer e Identidad de Gé-
nero. En esas entidades se atienden a mujeres mayo-
res de 18 años que viven o han vivido violencia sexual. 
No es condición haber realizado una denuncia previa-
mente, ni es obligación realizarla mientras permanece 
en atención y en proceso de reparación. Estos centros 
buscan disminuir y desnaturalizar la violencia sexual 
contra las mujeres otorgando desde un enfoque de 
género, atención reparatoria, psicosocial y jurídica. 

Unidad de Víctimas y Testigos del Ministerio Público, 
Fiscalía de Chile, (URAVIT). Son equipos integrados por 
abogados, psicólogos, trabajadores sociales, técnicos 
y administrativos que funcionan en cada Fiscalía Re-
gional y que apoyan a la Fiscalía en todas las materias 
relacionadas con la atención y protección de víctimas 
y testigos. La víctima puede sufrir amenazas, hostiga-
mientos o atentados en contra suya o de su familia, 

por tal motivo, es deber de la Fiscalía adoptar medidas 
de protección que sean pertinentes y de forma autó-
noma como, por ejemplo, reforzamiento domiciliario, 
alojamiento en casas de acogida, teleasistencia, entre 
otros. Además, puede derivar a la víctima hacia algún 
Centro de Atención especializado de tratamiento y 
apoyo jurídico, psicológico, psiquiátrico, entre otras 
medidas

Programas de Atención y Tratamiento, dependiente 
del Servicio Nacional de Menores. Son Programas de 
Protección Especializados en la reparación del daño 
asociado a maltrato físico y/o psicológico y/o agre-
sión sexual constitutivo de delito, ejercida en contra 
de un NNA, los cuales ingresan por derivación judicial 
ya sea Tribunal de Familia, mediante una medida de     
protección o derivación desde Fiscalía. Estos progra-
mas brindan atención psicológica, social y acompa-
ñamiento legal, centran su accionar en contribuir a 
la protección de los derechos de NNA promoviendo 
su recuperación integral (física, psicológica, social, se-
xual, emocional) a través de una intervención especia-
lizada de reparación y resignificación de las experien-
cias abusivas que los NNA han vivenciado. Además, 

debe asegurar la interrupción del maltrato y proveer 
de contextos protectores en el proceso de reparación 
cuando han sido víctima de cualquier tipo de delito o 
de vulneración grave de derechos.

Centro de Asistencia a Víctimas de Atentados Sexuales 
(CAVAS), dependiente de la Policía de Investigaciones 
de Chile. Es una entidad encargada de brindar asis-
tencia integral a las víctimas de delitos sexuales, labor 
educacional preventiva, investigaciones científicas, 
realización de peritajes y formación de especialistas 
el Centro a través de su área reparación, es decir, ha 
desarrollado tres líneas de acción. La primera corres-
ponde al conjunto de iniciativas y programas concer-
nientes a la atención integral de las víctimas, las cuales 
pretenden reparar las secuelas negativas ocasionadas 
por los procesos de victimización sexual. Por otra par-
te, se ha desarrollado una línea de trabajo orientada 
a la producción y difusión de conocimiento especiali-
zado, asumiendo un compromiso con la formación de 
nuevos especialistas en esta materia. Finalmente, el 
Centro ha colaborado con la administración de justi-
cia produciendo informes técnicos especializados, los 
cuales han permitido dar cuenta del daño psicosocial 

CHILE

...entre las buenas prácticas 
identificadas en Chile se 

encuentra la atención 
telefónica de las víctimas 24/7 
tanto del Centro de Víctimas de 
Delitos Violentos de Ministerio 
del Interior como de la Unidad 
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generado por el delito. Actualmente, el Centro tiene un 
ámbito de acción que abarca la Región Metropolitana 
y Región de Valparaíso, lo que constituye una falencia 
que persiste en todos los dispositivos que atienden 
a víctimas: la centralización de la oferta institucional 
para de atención a víctimas.

Por otra parte, entre las buenas prácticas identifica-
das en Chile se encuentra la atención telefónica de las 
víctimas 24/7 tanto del Centro de Víctimas de Delitos 
Violentos de Ministerio del Interior como de la Unidad 
de Víctimas de Delitos de la Fiscalía (URAVIT). Así mis-
mo, es posible resaltar la elaboración de los denomi-
nados Informes de Víctimas elaborados por la URAVIT 
antes de declaración en juicio oral para la toma por 
parte del Tribunal de Juicio Oral de medidas de protec-
ción como declaración en sala especial o por medio de 
biombo. También se encuentra la acogida telefónica 
y/o presencial de la víctima por parte de la URAVIT de 
víctimas que hayan presentado la respectiva denun-
cia, así como las medidas de protección antes y duran-
te del proceso judicial para la víctima.

En cuanto a las propuestas de mejora, en un primer 
momento, se sugiere la creación de una Defensoría 
de Víctimas desde el momento de la denuncia. En este 
contexto, se concibe la Defensoría de Víctimas como 
una línea de atención integral, de rango legal, con foco 
en la asesoría jurídica y judicial, con apoyo psicológi-
co y social. En esa medida, la Defensoría dispone de 
principios que orientan la actuación de la línea: no cri-

minalización, atención especializada y búsqueda de la 
justicia restaurativa. Por su parte, el Servicio podrá re-
querir al Ministerio Público, previa autorización de la 
víctima, información respecto del curso de la investi-
gación, el procedimiento, y sus resultados; incluyendo 
también conocer sobre la decisión de una suspensión 
del procedimiento, del sobreseimiento temporal o de-
finitivo, y otras causales de término de la causa.

También se propone el aumento de recursos técnicos 
y humanos en los dispositivos que atienden a víctimas 
en su reparación psicosociojurídica, incluyendo espe-
cialistas para todas las víctimas de delito, preparación 
para los juicios, menor cantidad de causas por equi-
pos (tríadas o duplas profesionales) para favorecer la 
calidad de la intervención y seguimiento, etc. sin ha-
cer distinción del delito sino el daño y necesidad de 
reparación de este. En esa medida, se requiere mayor 
cobertura de dispositivos especializados que atienden 
a víctimas, es decir, presencia técnica en los territorios 
insulares, periféricos, rurales, considerando la geogra-
fía del país y la concentración de delitos en estas zo-
nas, pues aún existe una distribución centralizada de 
los servicios de atención.

...En cuanto a las 
propuestas de 

mejora, en un primer 
momento, se sugiere 

la creación de una 
Defensoría de Víctimas 

desde el momento de 
la denuncia... 

CHILE
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En Colombia, tanto la Convención sobre los Derechos 
del Niño, como las observaciones del Comité de los 
Derechos del Niño, la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, y las sentencias emanadas de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos cuando inter-
pretan los derechos de los niños tienen la categoría 
de norma constitucional de obligatorio cumplimiento 
para todas las autoridades del Estado colombiano y 
para las personas sometidas bajo su jurisdicción.

De ahí la relevancia de conocer e interpretar los dere-
chos de los NNA bajo los instrumentos de protección 
de derechos humanos, sobre todo para las autorida-
des cuando tienen que, observando las obligaciones 
de garantía y respeto de los derechos de la niñez, en-
trar a resolver, en el marco de sus competencias, las 
tensiones que se presentan en la aplicación, interpre-
tación goce y protección de los derechos humanos de 
la infancia.

Entre los aspectos positivos se destaca como avance la 
interpretación y adopción de la normativa internacio-
nal en favor de la protección de los niños y niñas que, 
a su vez, sirvan de soporte normativo constitucional 
para adoptar medidas en pro de prevenir, investigar y 
sancionar la violencia contra los NNA con enfoque de 
derechos humanos. Por tanto, existe una obligación 
constitucional, legal y ética que moviliza a todos los 
funcionarios estatales para que desde sus competen-
cias velen por la prevención de violaciones a los dere-
chos de la niñez y se adopten medidas de protección 
de sus derechos. En resumen, es positivo el continuo 

apropiamiento de la normatividad internacional que, 
como se ha indicado, tiene la fuerza vinculante de nor-
ma constitucional, así como de la normativa de orden 
nacional que la ha desarrollado para hacer efectivo el 
goce de sus derechos y con la utopía de “convertirlos 
en una práctica cotidiana”.

Como buenas prácticas en el ámbito judicial y, en es-
pecial en el penal, los jueces y fiscales han implemen-
tado e interpretado la normativa protectora de de-
rechos humanos de los NNA en los casos en que las 
víctimas de delitos sean niños y niñas o cuando estos 
entran en conflicto con la justicia. Lo anterior se reali-
za a través del Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes bajo el principio pro infans generando 
la más favorable condición para el menor con miras a 
otorgarle las garantías en el marco del proceso penal, 
independiente de su condición de autor de una con-
ducta penal o de víctima de ella.
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En Colombia, la Fiscalía General de la Nación ejerce 
la acción penal en el marco del derecho constitucio-
nal al debido proceso; además, participa en el diseño 
y la ejecución de la política criminal del Estado y ga-
rantiza el acceso efectivo a la justicia, la verdad y la 
reparación de las víctimas de los delitos. En materia 
pericial, la Fiscalía General de la Nación participa en la 
fundamentación de sus actuaciones de investigación 
principalmente con base en el Manual único de Policía 
Judicial y el Manual del sistema de cadena de custodia.

Frente a las víctimas más vulnerables, como las vícti-
mas menores de edad y las mujeres (violencia basada 
en género), la Fiscalía General de la Nación cuenta con 
herramientas para la atención, investigación y judicia-
lización de diversas formas de violencia basada en gé-
nero como el Protocolo de investigación de violencia 
sexual, los conceptos sobre peritajes y valoraciones 
psicológicas en casos de violencia sexual,  la Directiva 
por la cual se adoptan lineamientos y directrices para 
la investigación del delito de Aborto 006 de 2016 y el 
Protocolo para la investigación y judicialización de las 
lesiones con agentes químicos, ácidos y/o sustancias 
similares.

Por otra parte, la atención pericial a las víctimas más 
vulnerables recae en la intervención del Instituto 

En el caso colombiano, para hablar de la atención a 
víctimas del delito es indispensable mencionar la Ley 
1257 de 2008 entendida como la carta de navegación 
para atención de casos de violencia de género. Dentro 
de la legislación interna colombiana, se cuenta la Ley 
1257 de 2008 como un instrumento normativo impor-
tante para la sensibilización, prevención y sanción de 
formas de violencia y discriminación contra las muje-
res.

Nacional de Medicina Legal y  Ciencias Forenses 
(INMLCF), una entidad pública de referencia 
tecnicocientífica que dirige y controla el sistema de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses en Colombia. 
Además, presta servicios forenses a la comunidad 
y a la administración de justicia sustentado en la 
investigación científica y la idoneidad del talento 
humano.

Entre las buenas prácticas identificadas se encuentran 
los servicios a cargo del Instituto Nacional de Medici-
na Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) asociados con 
la atención pericial a las víctimas más vulnerables. En 
lo que respecta al servicio de psicología y psiquiatría 
forense se cuenta con un equipo de profesionales en 
psiquiatría y psicología forenses que presta servicios 
a la sociedad de acuerdo con su competencia profe-
sional en un marco de calidad para apoyar técnica y 
científicamente a la administración de justicia, respe-
tando la dignidad de las personas y contribuyendo a 
restablecer sus derechos. Por otra parte, en cuanto 
a la cobertura del servicio en los departamentos del 
territorio colombiano se cuenta con profesionales de 
las Regionales y Seccionales que actúan según dispo-
nibilidad y pueden eventualmente desplazarse a los 
lugares donde sean requeridos.

Desde esta ley, se instituyen como principios: la igual-
dad real y efectiva; la categorización de los derechos 
de las mujeres como derechos humanos; la corres-
ponsabilidad, bajo la cual la sociedad y la familia son 
responsables de respetar los derechos de las mujeres 
y de contribuir a la eliminación de la violencia contra 
ellas, y a su vez, el Estado es responsable de prevenir, 
investigar y sancionar toda forma de violencia con-
tra las mujeres; la integralidad, de conformidad con 
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la que la atención a las mujeres víctimas de violencia 
comprenderá información, prevención, orientación, 
protección, sanción, reparación y estabilización; la au-
tonomía donde se reconoce y protege la independen-
cia de las mujeres para tomar sus propias decisiones 
sin interferencias indebidas; y, por último, la coordina-
ción, de manera que todas las entidades que tengan 
dentro de sus funciones la atención a las mujeres víc-
timas de violencia deberán ejercer acciones coordina-
das y articuladas con el fin de brindarles una atención 
integral.

También es importante mencionar en lo que se refiere 
a las medidas de asistencia o atención que el suminis-
tro de información y asesoramiento a mujeres víctimas 
de violencia adecuada a su situación personal, sobre 
los servicios disponibles, las entidades encargadas de 
la prestación de dichos servicios, los procedimientos 
legales pertinentes y las medidas de reparación exis-
tentes, corresponden principalmente a los municipios 
y distritos, sin perjuicio que la autoridad que conozca 
el caso le informe sus derechos constitucionales y le-
gales. 

En todo caso, cuando se presente afectación de los 
derechos de las mujeres, especialmente por el ejer-
cicio de acciones u omisiones constitutivas de violen-
cia contra ellas, las autoridades competentes deberán 
prestar las siguientes medidas de atención: garantizar 
la habitación y alimentación de la víctima a través del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud; cuando 
la víctima decida no permanecer en los servicios hote-
leros disponibles, o estos no hayan sido contratados, 
se asignará un subsidio monetario mensual para la ha-
bitación y alimentación de la víctima, sus hijos e hijas; 
las Empresas Promotoras de Salud y las Administra-
doras de Régimen Subsidiado serán las encargadas de 
la prestación de servicios de asistencia médica, sicoló-
gica y siquiátrica a las mujeres víctimas de violencia, 

a sus hijos e hijas; prestar asesoría y acompañamien-
to legal, a través de la designación de un apoderado 
a través de la defensoría pública, desde el momento 
en que pone en conocimiento los hechos de violencia, 
hasta cuando se pretenda la reparación integral de los 
perjuicios ocasionados por el delito; apoyar la estabili-
zación de las víctimas, entre otros.

Ahora bien, en cuanto a los aspectos positivos sobresa-
len las herramientas normativas, como la ley 1257 de 
2008, importantes en la previsión y regulación de las 
medidas de atención y protección aplicables a casos 
de violencia de género, incluida la violencia intrafami-
liar. En este contexto, están plenamente identificadas 
las autoridades y entidades que deben intervenir en 
las rutas de atención a víctimas.

Por lo tanto, debido a la multiplicidad de actores que 
intervienen en los procesos y procedimientos, así 
como en las rutas de atención, se exige de todas las 
autoridades un esfuerzo de capacitación sobre abor-
daje de víctimas y cumplimiento de sus funciones con 
enfoque de género. Otro aspecto positivo digno de 
mención son las medidas de protección que proceden 
por virtud de esta ley, las cuales no dependen del ini-
cio formal del proceso (formulación de imputación), 
con lo cual se puede obrar con urgencia y celeridad en 
cuanto exista verificación mínima frente a los hechos 
de violencia.

En lo que se refiere a los aspectos negativos, si bien 
se predica un principio de integralidad en la atención 
de víctimas, especialmente de las mujeres y NNA, la 
fragmentación de las responsabilidades en diferentes 
autoridades hace que el acceso a los servicios, por su 
complejidad, se complique o no se materialice debi-
damente. Además, si bien existen pautas generales en 
cuanto a principios y deberes en la atención de vícti-
mas especialmente vulnerables, la implementación de 

rutas y procesos de atención depende de cada autori-
dad involucrada, por lo tanto, no hay una debida arti-
culación interinstitucional que asegure una asistencia 
integral y armónica.

Por último, el acceso a las medidas de atención asis-
tencial relacionadas con habitación o alojamiento, ali-
mentación, entre otros, depende de la acreditación de 
una situación de violencia que solo es posible a través 
de la previa adopción de una medida de protección, 
con lo cual se desconoce que hay eventos de inminen-
te urgencia que no pueden supeditarse a los términos 
de los procesos administrativos o judiciales.

Como buenas prácticas es posible identificar acciones 
como la realizada por la Fiscalía General de la Nación 
que ha venido impartiendo a sus funcionarios, men-
sajes de sensibilización y conocimiento sobre enfoque 
de género y diferencial para que puedan estar capa-
citados para los retos conceptuales y de servicio que 
impone la atención a las víctimas. 

En este contexto, también sobresalen las medidas de 
atención o actuaciones de carácter interinstitucional 
como las adelantadas por la Fiscalía General de la Na-
ción con la Dirección de Atención al Usuario, Interven-
ción Temprana y Asignaciones. De igual manera, son 
sobresalientes los soportes documentales elaborados 
desde distintas instancias institucionales como la Guía 
para violencia basada en género y la Guía para aten-
ción a víctimas de violencia intrafamiliar. 

...en cuanto a los aspectos 
positivos sobresalen las 

herramientas normativas, 
como la ley 1257 de 2008...

COLOMBIA 
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El Código 7739 que protege a los NNA en Costa Rica 
consta de 195 artículos los cuales constituyen una 
herramienta eficaz como instrumento jurídico y ético 
para enfrentar de manera renovada los derechos en 
general de los NNA. El Código en mención establece 
los diversos derechos y garantías de la niñez y la ado-
lescencia. El Código de la Niñez y la Adolescencia, la 
tradición costarricense en derechos humanos y la va-
lorización de la educación, no discrimina sobre edad, 
religión, nacionalidad y está inspirado en la Conven-
ción de los Derechos del Niño, aprobada por las Na-
ciones Unidas en el año 1989 y ratificada por la Asam-
blea Legislativa de Costa Rica en el año 1990. Se trata 
del instrumento que plasma en lo jurídico la tendencia 
ética y social de protección de la niñez y la adolescen-
cia que el país comenzó a construir desde principios 
de siglo como parte de sus amplias políticas sociales y 
su avanzado sistema de bienestar social. Dicho instru-
mento es de acatamiento obligatorio para el Estado y 
en virtud de una jerarquía normativa debe ser cumpli-
do y, en caso de dudas, rige lo más favorable para los 
NNA.

En este Código también se estipulan los derechos y 
deberes generales de los NNA donde se les otorgan 
libertades concernientes a un buen desarrollo como 
ciudadanos de bien. Con el propósito de garantizar el 
cumplimiento de las estipulaciones antes menciona-
das se han designado instituciones del Estado como: 
Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), cuyo deber es 
brindar asistencia integral para la promoción y desa-
rrollo de la familia, así como propender por la capa-
citación para la inserción de los padres y madres al 
mercado laboral. También se encuentran el Patronato 
Nacional de la Infancia (PANI) y el Ministerio de Traba-
jo y Seguridad Social (MTSS) quienes deben garantizar 

a las madres trabajadoras el acceso a programas de 
atención integral para el cuidado de los NNA. 

Por otra parte, el Instituto Nacional de Aprendizaje 
(INA) ofrece actividades de capacitación laboral a los 
padres y madres para la pronta inserción en el mer-
cado laboral. Mientras que la Caja Costarricense del 
Seguro Social y el Ministerio de Salud se ocupan de la 
situación de salud de los NNA. En lo que respecta a la 
educación, el Ministerio de Educación Pública ejerce 
una labor de vital importancia para las personas du-
rante toda la vida. Sin embargo, este trabajo adquie-
re un valor estratégico durante la primera infancia, la 
niñez y la adolescencia. En estas etapas de evolución 
del ser humano, los NNA se encuentran en su máxima 
capacidad para conocer y aprender. Es el momento 
justo en el que la sociedad provee oportunidades edu-
cativas para la adquisición de conocimientos y valores 
que les permitan desarrollarse y construir las bases 
de su futuro personal y de la sociedad a la que perte-
necen. 

En cuanto al disfrute de su edad, a los NNA también 
se les garantizan las libertades adecuadas y pertinen-
tes para su buen desarrollo. Aquí entra en acción el 
Ministerio de Educación Pública en conjunto con el Mi-
nisterio de Cultura Juventud y Deportes para realizar 
una labor trascendental. En lo judicial se respetan las 
garantías procesales y, en caso de sanciones, serán 
realizadas por tribunales específicos en materia de 
menores. 

Ahora bien, aunque son diversas las entidades que 
apoyan a los NNA, la competencia directa de su pro-
tección está a cargo del Patronato Nacional de la In-
fancia (PANI) quienes mediarán, en caso de que sea 
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requerido, para el debido cumplimiento de los dere-
chos fundamentales, de posibles medidas de protec-
ción y, eventualmente, tiene la potestad de realizar un 
trabajo en interinstitucional con otras entidades para 
velar por los intereses de los NNA según lo dicte la si-
tuación. Entre las entidades que pueden participar en 
este trabajo mancomunado se encuentran: el Consejo 
Nacional de la Niñez y la Adolescencia, las instituciones 
gubernamentales y organizaciones de la sociedad civil 
representadas ante el Consejo de la Niñez, las Juntas 
de Protección de la Infancia y los Comités tutelares de 
los derechos de la niñez y la adolescencia. Cada una 
de estas entidades cuenta con funciones específicas 
y con miras siempre al cumplimiento de lo mejor en 
cuanto al bienestar de los NNA.

Como buenas prácticas es posible destacar la obliga-
toriedad de acatamiento del Código 7739 el cual cubre 
en general los derechos y deberes de los NNA. Como 

En Costa Rica se cuenta con el Programa de protec-
ción y atención a víctimas, testigos y otros intervinien-
tes en el proceso penal (Ley 8720). Con este referente 
jurídico, la Oficina de Atención a la Víctima del Delito 
inició funciones dentro del Poder Judicial el 8 de mayo 
del año 2000, mediante acuerdo del Consejo Superior 
en sesión N-95-99, celebrada el 30 de noviembre de 
1999, artículo XXII. Posteriormente, en el año 2006 
grupos y asociaciones de familiares víctimas de ho-
micidios y otros delitos violentos como Asopaz, entre 
otras, apoyadas por el presidente de la Corte Supre-
ma de Justicia, en ese momento Luis Paulino Mora, y 
algunos diputados de la Asamblea Legislativa decidie-
ron proponer una ley que respalde y salvaguarde a las 
personas víctimas, testigos y otros participantes en los 
procesos penales del país. Solo hasta abril del 2009 

propuestas de mejora se sugiere, en un primer mo-
mento, aumentar el respaldo económico para cumplir 
expectativas como la creación de instituciones para la 
ayuda y seguimiento de posibles casos de vulneración 
de derechos de NNA, así mismo, contribuir a especiali-
zación en la materia durante los procesos penales don-
de se involucren los NNA como víctimas o bien como 
acusados. De igual manera, un mejor presupuesto 
sería vital para garantizar ayuda y colaboración a to-
dos los NNA que lo requieran, así como fortalecer las 
sanciones legales existentes actualmente y gestionar 
apoyo presupuestario a las instituciones que asumen 
estos casos, ya que en muchas ocasiones el respaldo 
económico es mínimo. 

que este proyecto de ley alcanza su aprobación y pu-
blicación para convertirse en una Ley de la República 
con un presupuesto económico independiente.

Así pues, con la aprobación de la ley 8720, ley de pro-
tección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinien-
tes en el proceso penal, se dotó a la Oficina de Aten-
ción y Protección a las Víctimas del Delito (OAPVD) de 
un marco jurídico para iniciar el proceso de atención 
y protección, rigiéndose bajo los principios de protec-
ción, confidencialidad, proporcionalidad y necesidad 
consignados en el artículo 2 de esta ley. La OAPVD 
brinda un servicio público importante para el Ministe-
rio Público proporcionando un valor agregado al servi-
cio que prestan las fiscalías, por lo que los(as) fiscales 
(as) adjuntos(as), así como la Jefatura de la OAPVD y 
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las personas coordinadoras de las distintas sedes de 
dicha oficina trabajan para generar un ambiente efec-
tivo de cooperación entre los grupos de trabajo.

La demanda a nivel nacional de los servicios que brin-
da la OAPVD sobrepasa la capacidad de recurso téc-
nico y humano, por lo que es necesario establecer 
estrategias que permitan priorizar la atención de las 
personas usuarias, particularmente en aquellos casos 
en los que se deban desplazar los equipos interdisci-
plinarios. Además de lo anterior, una labor importan-
te de la Oficina es que ha permitido que se puedan 
atender casos sin necesidad de una denuncia previa. 
Así mismo, durante el periodo de abordaje se insta a 
la persona a denunciar siempre respetándole su dere-
cho de hacerlo o no, sin embargo, en caso de no ha-
ber denunciado se le brinda un plazo razonable como 
lo habla la ley 8720 (periodo ventana) durante el cual 
la persona recibe los servicios de la Oficina. Sumado 
a esto, por medio de la Oficina las personas víctimas 
han contado con un respaldo para alivianar la carga 
de haber sido ultrajadas física o emocionalmente, por 
tanto, es importante el apoyo que se le pueda brindar 
a dichas personas desde un abordaje interdisciplina-
rio.

Como aspectos positivos es posible señalar que la Ofi-
cina ha incrementado sus estadísticas de ingreso. A 
nivel nacional, en el 2020 el ingreso de casos al pro-

grama de atención fue de 16.845, de los cuales se lo-
graron concluir 16.999 (un número mayor que los ca-
sos ingresados debido a los casos rezagados de años 
anteriores) y quedaron pendientes de concluir 6.973. 
Así mismo, en el 2020 el ingreso de casos para el pro-
grama de protección fue de 8.057, se lograron concluir 
8.780 (un número mayor que los casos ingresados de-
bido a los casos rezagados de años anteriores) y que-
daron pendientes de concluir 1.372 casos.

Por último, entre las buenas prácticas ejecutadas es 
posible destacar, primero, la realización de talleres so-
cioterapéuticos titulados “Sobreviviendo a la violencia 
doméstica” y “Mujeres transformando su historia”.  Así 
mismo, se han llevado a cabo procesos de educación 
legal popular con NNA en el marco de la Ley 8720, se 
ha implementado la asesoría legal telefónica y se han 
asignado a la OAPVD agentes de protección de dere-
chos 

...entre las buenas 
prácticas ejecutadas 
es posible destacar, 

primero, la realización de 
talleres socioterapéuticos 
titulados “Sobreviviendo 
a la violencia doméstica” 

y “Mujeres transformando 
su historia”...
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En Ecuador se han presentado diversos cambios en la 
legislación con el propósito principal de que las vícti-
mas mantengan un rol activo dentro de sus procesos 
penales, que se vuelvan sujetos partícipes en todas las 
etapas de la investigación, sanción y reparación. En-
tre los derechos reconocidos en el Código Orgánico 
Integral Penal existe la posibilidad de contar con aten-
ción gratuita y especializada tanto para su evaluación, 
atención y representación legal.

Así mismo, en Ecuador se propende por la garantía de 
una protección especial que evite todo tipo de revic-
timización, particularmente en la obtención y valora-
ción de la prueba. Por lo tanto, el sistema legal se ha 
enfocado en brindar todas las estrategias necesarias 
que garanticen seguridad a fin de que pueda se conti-
nuar con el proceso penal iniciado. Entre los aspectos 
positivos es importante destacar que en Ecuador se 
reconoce el principio de interés superior de los NNA, 
el cual está orientado primordialmente a satisfacer el 
ejercicio del conjunto de derechos de los NNA y que, 
por lo tanto, impone a todas las autoridades adminis-
trativas y judiciales, así como a las instituciones pú-
blicas y privadas, el deber de ajustar sus decisiones y 
acciones para su cumplimiento. 

Así pues, atendiendo a las obligaciones de respe-
to, garantía y tutela los derechos de los NNA, el Es-
tado ecuatoriano ha dispuesto una serie de medidas 
de protección para dicha población. En este sentido, 
Ecuador ha firmado y ratificados la Convención sobre 
el Estatuto de Refugiado de 1961 y su Protocolo Adi-
cional de 1967, la Declaración de Cartagena, así como 
la Convención del Niño de 1989. En suma, una serie de 
tratados y acuerdos internacionales que están en con-
cordancia con normas específicas del ordenamiento 
jurídico interno ecuatoriano. 

Entre las buenas prácticas identificadas es fundamen-
tal poner de manifiesto que Ecuador llevó a cabo una 
restructuración del sistema de justicia ecuatoriano en 
donde se visibilizó la necesidad de mantener espacios 
y personal especializado en violencia de género con 
agentes fiscales, jueces y equipos técnicos que cuen-
ten con la experticia sobre la temática. Este hecho, por 
tanto, constituye una buena práctica en tanto garanti-
za el derecho a las víctimas atención con enfoque de 
género.

Por otra parte, contar con un Código Orgánico Integral 
Penal (COIP) en donde se tipifican los femicidios tam-
bién se considera una buena práctica. Gracias a este 
aporte las investigaciones sobre posibles femicidios 
no se desarrollan e investigan de la misma manera 
que todas las muertes violentas, por consiguiente, con 
este enfoque diferencial es posible saber que desde 
el año 2014 hasta el 30 de junio del 2021 han existido 
921 femicidios, lo cual constituye una muerte cada 41 
horas.

Así también, en el año 2018 se realizaron reformas a 
la ley ante las dificultades de sanción de los casos de 
violencia psicológica que se mantenían en el COIP y así 
contar con la Ley Orgánica Integral contra la violencia 
a la Mujer. Esta ley es relevante puesto que enfatiza en 
la necesidad de protección de este sector vulnerable 
de la población, establece estrategias de actuación es-
pecífica y, además, insta a todas las organizaciones del 
sistema de protección especial a mantener una parti-
cipación activa en la protección a víctimas.

Todas estas acciones son instrumentos útiles para 
que los juzgadores puedan tener herramientas de 
juzgamiento y, adicionalmente, cuenten con equipos 
técnicos especializados y con conciencia de la violen-

EC
U

A
D

O
R

NORMATIVA 
SOBRE DERECHOS 
Y PROTECCIÓN A 
LA INFANCIA Y LA 
ADOLESCENCIA

COSTA RICA



La protección de la víctima en el proceso penal: Una especial 
referencia a las víctimas vulnerables (menores y mujeres).23

Ecuador cuenta con un compendio de leyes que bus-
can proteger a las víctimas de violencia, así como a 
sus hijos e hijas. En este contexto, los juzgados se en-
cargan únicamente del abordaje pericial y las oficinas 
técnicas se enfocan en los peritajes para el proceso 
judicial en donde se brinda atención específica y es-
pecializada para mujeres y NNA. Una vez que se cuen-
ta con los peritajes, en el proceso contravencional se 
mantiene un proceso expedito que se enfoca en la 
sanción de la violencia de género y en los casos que 
no alcanzan una sentencia condenatoria con base a 
la evaluación de riesgo los jueces y juezas mantienen 
medidas de protección con el fin de que se prevengan 
nuevos hechos. 

Así pues, las normas y protocolos para la prevención 
y atención integral de la violencia de género, intrafa-
miliar y sexual por ciclo de vida constituyen una guía 
de uso imprescindible en el ámbito intersectorial y de 
aplicación obligatoria para las instituciones que con-
forman el Sistema Nacional de Salud (SNS) y que pro-
veen atención directa a las personas afectadas por 
cualquier tipo de violencia.

En ese sentido, la Constitución Política del Ecuador del 
2008 en el Título II, capítulo primero, define como prin-
cipios de aplicación de los derechos a la igualdad y la 

no discriminación. Específicamente los artículos 11.2, 
32, 35, 38.4, 46.4 y 66 desarrollan lo concerniente a las 
garantías constitucionales para la igualdad que deben 
regir en todo el territorio ecuatoriano y deben aplicar-
se con especial cuidado para salvaguardar a poblacio-
nes vulnerables como los NNA.  

En línea con ese mandato constitucional, el Estado 
ecuatoriano ha suscrito tratados y convenciones inter-
nacionales como la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer o Convención Belem do Pará (1994), la Con-
vención sobre los Derechos del Niño/a (1989), entre 
otras. En el plano nacional se han desarrollado políti-
cas siguiendo la misma directriz constitucional como 
la Política Nacional de Salud y Derechos Sexuales y Re-
productivos y su Plan de acción 2006-2008, el acuerdo 
ministerial 3393 para elaborar e implementar una po-
lítica de prevención de los delitos sexuales en el espa-
cio educativo, entre otros.

Es importante resaltar que el hecho de contar con una 
ley actualizada ha permitido dar mayor énfasis en las 
necesidades de abordaje y de un tratamiento expedito 
en los casos de contravención. Por tanto, las víctimas 
han tenido la posibilidad de acceder con mayor facili-
dad a los espacios de peritaje, los cuales son gratuitos 

ATENCIÓN PERICIAL 
A LAS VÍCTIMAS MÁS 
VULNERABLES 

cia de género y su especial abordaje, evitando así todo 
tipo de revictimización y dando un acompañamiento 
de calidad a las usuarias del sistema judicial ante una 
eventual vulneración de derechos humanos.

Como propuestas de mejora se sugiere que las dife-
rentes instancias del Estado mantengan el fortaleci-
miento, sensibilización, concientización y autocuidado 

de los equipos que acompañan procesos de violencia 
contra los NNA. Lo anterior es fundamental porque, a 
pesar de las cargas procesales, cada uno de los usua-
rios debe contar con una justicia terapéutica en donde 
deje su culpabilización e inicie la reivindicación de de-
rechos.
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En Ecuador, el Estado ha buscado que por medio de 
varios tratados legales se garanticen condiciones de 
respeto y dignidad a las víctimas de cualquier delito; 
brindando con esto efectividad de acciones a favor, 
exigiendo a las autoridades que tutelen el derecho a la 
debida diligencia, el debido proceso y la tutela efectiva. 
En consecuencia, la atención, prevención, protección y 
restauración de víctimas se han convertido en un eje 
conductor que ha puesto sobre el Estado la obligación 
de impulsar mecanismos que garanticen condiciones, 
medios y alternativas a favor de la prevención y erra-
dicación de la violencia como lo demandan los instru-
mentos internacionales.

Como ejemplo de lo anterior, a partir de la Constitu-
ción del año 2008 en Ecuador se reconoce el enfoque 
de género como un eje transversal, lo que ha permi-
tido situar a las víctimas en su condición de ciudada-
nas titulares de derechos, ubicando así a las mujeres 
y niñas como grupos de atención prioritaria, y esta-
bleciendo la necesidad de un abordaje especializado 

enfocado en las realidades desde la multidimensiona-
lidad de la problemática.

Por otra parte, el Estado, con base en la Ley Orgánica 
Integral de Prevención y Erradicación de la Violencia 
contra la Mujer (LOIPEVM), busca implementar planes 
de acción a través de sus diferentes ministerios. En ese 
sentido, se ha designado como ente rector a la Secre-
taría de Derechos Humanos, que ha sido la encargada 
de impulsar planes, programas, proyectos y políticas 
públicas con aportes desde las diferentes provincias, 
por lo que ha diseñado e implementado protocolos de 
intervención a víctimas en varias instituciones que for-
man parte del sistema de protección. Lo anterior per-
mite que el eje de atención tipificado en la LOIPEVM 
sea operativo y se garantice la tutela efectiva para el 
acceso a la justicia de víctimas que puedan contar con 
una atención especializada en diferentes niveles como 
el Ministerio de salud pública, los Gobiernos Autóno-
mos Descentralizados (GAD) y la denominada función 
judicial. 

LA ATENCIÓN A LAS 
VÍCTIMAS DEL DELITO

y están garantizados desde el inicio del proceso. Así, 
en Cuenca, una de las principales ciudades ecuatoria-
nas, se cuenta con una mesa cantonal de prevención 
y erradicación de la violencia con participación de ins-
tituciones públicas y de la sociedad civil que buscan 
aunar esfuerzos para brindar a las víctimas espacios 
de acompañamiento independiente que no siempre 
están garantizados por el Estado. En este contexto, 
las pericias buscan ser imparciales y enfocadas en 
proporcionar una respuesta eficiente y eficaz para 
el abordaje, con personal sensibilizado y capacitado 
para aplicar protocolos que se han desarrollado para 
un adecuado manejo de las pericias, así como para la 
toma de testimonios en cámara Gesell.

...Es importante resaltar 
que el hecho de contar 

con una ley actualizada 
ha permitido dar 

mayor énfasis en las 
necesidades de abordaje 

y de un tratamiento 
expedito en los casos de 

contravención...
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Entre los aspectos positivos a destacar se encuentra 
el desarrollo evolutivo de la normativa que apoya la 
prevención, la protección, la investigación, la sanción 
y la reparación de los actos violentos que experimen-
tan las víctimas. Esto ha facilitado la transversalización 
del abordaje como identificación de planes de acción 
permanentes para aplicar medidas efectivas para su 
erradicación.

Entre los aspectos negativos se encuentra la falta de 
sensibilización a los operadores de justicia especiali-
zada y demás que forman parte del sistema de protec-
ción a favor de mujeres víctimas de violencia domés-
tica y sexual. Así mismo, es importante señalar que 
las víctimas y testigos en riesgo reciben una asistencia 
integral. El Sistema les brinda protección durante el 
proceso penal y mientras su vida se encuentre en peli-
gro. Esta asistencia es integral, es decir, implica ámbi-
tos como lo legal, económico, laboral, educativo, psi-
cológico y de seguridad. De allí que se requiera de un 
trabajo interinstitucional en el que están involucrados 
los ministerios de educación e inclusión social, entre 
otras instituciones.

En lo que respecta a las buenas prácticas se destacan 
las capacitaciones a través de la escuela judicial para 
los operadores de justicia y mesas territoriales con 
el propósito de articular acciones e identificar nudos 
críticos en la temática de violencia contra la mujer o 
miembros del núcleo. También sobresale la construc-
ción de protocolos de atención y asistencia en los ám-
bitos forense y de protección.

En cuanto a las propuestas de mejora principalmente 
se sugiere que debe activarse la mesa de género en 
el país con el fin de delegar mesas provinciales y de 
orden local para diseñar estrategias y planes para el 
seguimiento y control de las medidas de protección 
aplicadas. De igual manera, se requiere fortalecer los 
sistemas de protección y asistencia gratuita a víctimas 
para que los procesos no solo se garanticen con base 
en un proceso legal sino desde las necesidades de las 
víctimas coordinando con los equipos de la organiza-
ción civil y entidades no gubernamentales.
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La Constitución de la República de El Salvador contie-
ne los principios básicos de convivencia, derechos y 
deberes de sus habitantes. En su artículo 1 reconoce 
a la persona humana como el origen y el fin de la acti-
vidad del Estado; así mismo, en el artículo 2, inciso 1, 
consagra no solo un catálogo de derechos fundamen-
tales tales como el derecho de toda persona a la vida, 
a la integridad física y moral, la libertad y seguridad, 
sino que además establece el derecho a la protección 
en la conservación y defensa de tales derechos.

Ahora bien, específicamente en cuanto a los derechos 
de los NNA, los artículos 34 y 35 de la misma norma 
hacen referencia al derecho de toda persona menor 
de edad a vivir en condiciones familiares y ambientales 
que permitan su desarrollo integral, para lo cual el Es-
tado creará las instituciones necesarias de protección 
para la maternidad y la infancia. En esta disposición se 
encuentra el concepto de desarrollo integral que debe 
entenderse como el crecimiento de los niños en un 
contexto que les propicie capacidades, saberes, amor, 
respeto a su vida, individualidad, educación y todas 
las condiciones necesarias para que se conviertan en 
ciudadanos de bien y autorrealizables. 

En este marco, uno de los deberes del Estado es crear 
políticas públicas de protección basadas en el recono-
cimiento de los derechos fundamentales de los NNA 
como grupo vulnerable. Actualmente, la Procuraduría 
Adjunta para la Defensa de los Derechos de la Niñez 
y la Juventud es responsable de diseñar, proponer y 
coordinar las políticas institucionales de protección, 
promoción y difusión en materia de derechos de la 
niñez y la juventud. En consonancia con lo anterior, 
el artículo 194, ordinal 3, establece que el Procurador 
para la Defensa de los Derechos Humanos y el Pro-
curador General de la Republica tienen la siguiente 

función: asistir a las presuntas víctimas de violaciones 
a los derechos humanos. Es allí, entonces, donde se 
da la pauta para la protección de las víctimas que han 
sufrido un menoscabo de sus derechos y cómo el Es-
tado tiene que estar vigilante en la restauración de los 
mismos.

Por otra parte, el Código Penal salvadoreño, que enun-
cia los delitos o faltas que cometen las personas y las 
penas que tendrán que cumplir, ha sufrido varias re-
formas. Una de ellas tuvo lugar en el año 2003 cuando 
se introdujeron tipos penales aplicables a la explota-
ción sexual comercial de personas menores de edad, 
tales como la remuneración por actos sexuales eróti-
cos, oferta y demanda de prostitución ajena y pose-
sión de pornografía. Así mismo, ante la necesidad de 
erradicar y contribuir al combate de los delitos come-
tidos contra la libertad sexual de los NNA, en el año 
2015 se reformó el inciso 4 del artículo 99 en tanto 
establece la no prescripción de la pena a los delitos co-
metidos contra la libertad sexual en menor o incapaz.

En cuanto al Código Procesal Penal, que es la norma 
que rige el proceso penal en todas sus etapas y aclara 
los principios procesales y las garantías constituciona-
les de las partes, fue reformado en el año 2015 en su 
artículo 32 que establece la prescripción de la acción 
penal. En este caso, se agregaron los casos de delitos 
cometidos contra la libertad sexual de menor o inca-
paz como hecho constitutivo de la no prescripción de 
la acción.

El actual Código Procesal Penal no incorpora un con-
cepto de víctima, sino una lista de quienes se consi-
deran víctimas. Sobre este aspecto el artículo 105 es-
tablece cuatro categorías: la primera alude a los que 
son directamente ofendidos; la segunda menciona a 
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las personas más allegadas a la que sufrió el menos-
cabo en sus derechos; en tercer lugar, los socios res-
pecto de los delitos que afecten una sociedad; y, por 
último, las asociaciones en caso de delitos que afecten 
derechos difusos y colectivos. Así, el Código Procesal 
Penal hace alusión a que víctima no solo es el sujeto 
pasivo, sino que también pueden tener dicha calidad 
otras personas que sin ser titulares del bien jurídico 
lesionado se vean afectadas de alguna manera por la 
comisión del delito.

Así mismo, el artículo 106 regula un catálogo de de-
rechos y facultades que sitúan a la víctima en escena 
dentro del proceso penal teniendo, al menos desde 
un punto de vista normativo, un rol protagónico en 
tanto la víctima merece ser reconocida y debe recibir 
un trato digno durante el trámite procesal. En el nu-
meral 10 de dicho artículo se incluyen los derechos 
de las víctimas menores de edad, entre ellos a que se 
tenga en cuenta su interés superior, que se reconoz-
ca su vulnerabilidad, que se brinde asistencia durante 
el proceso, que se preserve su identidad y/o que esta 
no sea revelada, incluyendo las de sus familiares. Lo 
anterior persigue como finalidad esencial preservar la 
identidad de los menores de edad, por medio de lo 
cual se pretende generar más protección respecto de 
su integridad, y esencialmente evitar el fenómeno no-
civo de la victimización terciaria. 

Como buenas prácticas, desde la óptica de los dere-
chos procesales de las víctimas menores de edad, es 
relevante señalar el conjunto de prerrogativas especí-
ficas que reconocen la situación especial de los NNA, 
es decir, aquellos derechos procesales formales que 
incluyen también otros derechos no mencionados ta-

xativamente en un cuerpo legal. Puede decirse enton-
ces que, nominalmente, el proceso penal salvadoreño 
adopta plenamente el enfoque victimológico y es con-
gruente con los avances internacionales en materia de 
los derechos de los NNA. 

En ese sentido, los NNA tienen un derecho especial a 
que en el proceso se reconozca que son vulnerables, 
que están en proceso de desarrollo, pero este proceso 
no solo debe ser formal, sino que, como efecto direc-
to de ese reconocimiento, en el proceso penal deben 
adoptarse todas las medidas necesarias para que este 
derecho se concrete. Por ello, el numeral 10, literal “e”, 
del art. 106 C. P. P. complementa este derecho con 
una serie de medidas especiales.

En cuanto a las propuestas de mejoras los esfuerzos 
deben dirigirse a otorgar protección inmediata y ga-
rantizar la restitución de los derechos fundamentales 
de los NNA. Para lograrlo, es preciso identificar y desa-
rrollar políticas y acciones que otorguen una respues-
ta eficaz a las necesidades de este grupo vulnerable. 
En el mediano y largo plazo, los esfuerzos deben enfo-
carse en lograr el desarrollo de políticas y planes glo-
bales que incidan en los factores sociales y culturales 
que propician el cometimiento de este tipo de delitos 
contra niñas, niños y adolescentes. Asimismo, se debe 
actuar sobre los factores de riesgo que aumentan la 
vulnerabilidad de este grupo poblacional. 

De igual manera, es relevante fortalecer la sensibili-
zación y cualificación de los funcionarios del sistema 
de administración de justicia en su trato con los NNA 
víctimas de delitos sexuales, asegurando la adecuada 
preparación y especialización de profesionales y me-

todologías adecuadas para la obtención de testimo-
nios, para garantizar así decisiones apegadas al princi-
pio del interés superior del NNA y al principio de la no 
revictimización.

Por último, es indispensable lograr que el sistema de 
administración de justicia vele y haga valer los diferen-
tes tratados internacionales que ha suscrito el Estado 
de El Salvador en materia de niñez y adolescencia para 
que estos puedan ser aplicados cuando se efectúe un 
proceso penal donde participen niños o adolescentes. 
También es preciso mejorar la coordinación entre las 
distintas instituciones u organismos encargados de ve-
lar por la protección de los derechos de la niñez para 
optimizar el trato que se le brinda a los NNA víctimas 
o testigo de delitos sexuales, que por su condición de 
vulnerabilidad requieren un trato especial en aras de 
proteger su interés superior.

...En cuanto a las propuestas de 
mejoras los esfuerzos deben 
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El Ministerio de Salud de El Salvador, a través de la 
Unidad de Atención Integral a Todas Formas de Vio-
lencia, con el propósito de establecer procedimientos 
generales para el abordaje de todas las formas de vio-
lencia en las Redes Integrales e Integradas de Salud 
(RIIS), ha elaborado los lineamientos técnicos de aten-
ción integral en salud a personas afectadas por vio-
lencia. El propósito de este documento técnico es que 
el personal de las RIIS detecte oportunamente signos 
y síntomas en las personas afectadas y realice el ma-
nejo adecuado para el restablecimiento de su salud, 
tanto física como psicosocial.

La norma de atención integral en salud de las perso-
nas afectadas por violencia y lesiones establece la ne-
cesidad de emitir los lineamientos técnicos que per-
mitan la atención a personas en el curso de vida que 
han enfrentado algún tipo de violencia, buscando uni-
formar lo ordenado en el diverso cuerpo normativo 
que pretende la protección de víctimas en el ordena-
miento salvadoreño, marcando pautas de educación, 
socialización, ejecución de los mismos.

Están sujetos a la aplicación y al cumplimiento de li-
neamientos técnicos el personal del Sistema Nacional 
de Salud (SNS) incluyendo al Instituto Salvadoreño del 
Seguro Social (ISSS). El personal de salud que sospe-
che que una persona enfrenta una situación de vio-
lencia debe actuar consecuentemente. La salud, los 
bienes, la dignidad o la vida pueden depender de las 
acciones que se tomen. La detección y valoración de 
una situación de violencia se basa en la entrevista con 
el paciente, para ello es indispensable hablar con la 
persona a solas, para lograr confianza y potenciar su 
autonomía. También es importante que la persona 
que está a cargo de la entrevista muestre empatía y 
permita la escucha activa.

Además de lo anterior, es necesario mencionar que 
en El Salvador el sistema de protección a las víctimas 
se despliega a través de las diversas instituciones que 

componen el sistema de justicia. Así mismo, diver-
sas entidades del Estado salvadoreño han elaborado 
protocolos y cuentan con instancias con labores es-
pecíficas de protección a las víctimas. Por ejemplo, el 
Instituto de Medicina Legal cuenta con la Unidad de 
Atención Integral a Víctimas de Violencia Intrafami-
liar, Violencia Sexual y Maltrato Infantil. El modelo de 
atención integral a víctimas fue diseñado con base a 
un convenio marco de cooperación interinstitucional 
donde personal multidisciplinario (psicólogo, trabaja-
dor social, médico, etc.) altamente sensibilizado está 
enfocado en la recuperación de las víctimas de violen-
cia, a través de la asistencia médica, psicológica, legal 
y social. 

Por otra parte, se encuentra la Unidad Técnica Cen-
tral de Atención Integral a Víctimas y Género de la Cor-
te Suprema de Justicia, la cual proporciona atención 
psicológica, atención de ludoteca, asistencia legal y/o 
atención policial. De igual manera, en la Procuraduría 
para la Defensa de los Derechos Humanos se encuen-
tra la Unidad de Atención Especializada para Mujeres 
Víctimas de Violencia donde se presta atención a mu-
jeres que denuncian hechos de violencia por razones 
de género, procurando una nivelación emocional para 
ejercer la denuncia correspondiente; proporciona la 
orientación y asesoría jurídica especializada cuando el 
caso no sea competencia directa de la Procuraduría, 
así como la remisión del mismo a las instancias co-
rrespondientes. 

Por último, es menester reseñar el Protocolo de aten-
ción a mujeres que enfrentan violencia basada en gé-
nero, el cual constituye una de las herramientas im-
portantes en la atención pericial a mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar. Con este protocolo se estable-
cen mecanismos de recepción y atención de mujeres 
que enfrentan violencia basada en género con el fin 
de la atención a mujeres víctimas, detectar casos de 
posibles víctimas y brindar la orientación debida.

ATENCIÓN PERICIAL 
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El Salvador cuenta con una ley que regula las medi-
das de protección y atención que se proporcionan a 
las víctimas, testigos y cualquier otra persona que se 
encuentre en situación de riesgo o peligro como con-
secuencia de su intervención en la investigación de un 
delito o un proceso judicial. 

Esta ley establece cuatro tipos de medidas de protec-
ción: ordinarias, que son aquellas medidas encamina-
das a preservar la identidad y localización de las perso-
nas protegidas; extraordinarias, que son las acciones 
que brindan seguridad integral a las personas protegi-
das, de manera temporal o definitiva, por condiciones 
de extremo peligro o riesgo; las medidas de atención, 
que son aquellas acciones complementarias destina-
das a preservar la salud física o mental de las perso-
nas protegidas, a satisfacer sus necesidades básicas y 
a proporcionarles asesoría jurídica oportuna; por úl-
timo, las urgentes, que son las medidas ordinarias y 
extraordinarias que se aplican de manera inmediata 
y provisional, de acuerdo al riesgo o peligro, y que se 
brindan mientras se resuelve sobre la aplicación defi-
nitiva de las mismas.

Por otra parte, durante el año 2018 la UTE suscribió 
el Protocolo de Coordinación Interinstitucional para la 
Protección de Víctimas y Testigos con la Fiscalía Gene-
ral de la República y la Policía Nacional Civil. La sus-
cripción de este documento tiene como objetivo facili-
tar mecanismos y acciones conjuntas, encaminadas a 
la protección de víctimas y testigos que se encuentren 
en situación de riesgo o peligro, como consecuencia 
de su intervención en una investigación administrati-
va o proceso judicial.

También es relevante mencionar la labor de la Unidad 
Técnica Ejecutiva del sector justica, esta dependencia 
está conformada por diversos sectores del sector jus-
ticia tiene facultades legales específicas para la pro-
tección de víctimas y testigos. Adicionalmente, es el 
ente rector del Programa de Protección de Víctimas y 
Testigos, según el artículo 5 de la Ley Especial para la 
Protección de Víctimas y Testigos, emitida por el De-
creto Legislativo 1029, del 26 de abril de 2006, publi-
cada en el Diario Oficial Nº 95, tomo Nº 371 de fecha 
25 de mayo de 2006; también, es el ente encargado de 
administrar el Programa de Protección de Víctimas y 
Testigos, según el artículo 6 de la Ley Especial para la 
Protección de Víctimas y Testigos.

LA ATENCIÓN A LAS 
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La Convención Internacional de los Derechos de la Ni-
ñez (CIDN), ratificada por el Estado mexicano en 1990, 
constituye un instrumento fundamental para construir 
una nueva visión sobre la infancia y, por ende, para es-
tablecer compromisos y lineamientos para garantizar 
los derechos consignados en la misma en correspon-
dencia al ideal de máxima supervivencia y desarrollo, 
como lo instituye su artículo 6.

En México, durante los diez años de vigencia de la CIDN, 
ocurrieron diversas reformas legislativas relacionadas 
con los derechos de la niñez, sobre todo a partir de la 
segunda mitad de los 90. Estas reformas abordaron 
aspectos como la violencia intrafamiliar, las adopcio-
nes, la tipificación de delitos cometidos contra NNA, 
entre las principales. 

Sin embargo, también se realizaron reformas en el 
sentido contrario sobre todo en el ámbito penal. Or-
ganizaciones sociales, legisladores, personalidades 
involucradas en la promoción de los derechos de la 
niñez en México, así como el Comité de los Derechos 
del Niño de la ONU, enfatizaron la necesidad de crear 
leyes especializadas tanto en el ámbito federal como 
estatal que dieran cuenta de manera integral de los 
derechos de los NNA y crearan las medidas apropia-
das para garantizar su cumplimiento.

Por otra parte, en diciembre de 1999 el Poder Legis-
lativo aprobó la reforma y adición al artículo 4 de la 
Constitución que introduce la noción de los derechos 
de los NNA, señala algunos de estos y obligaciones bá-
sicas de la familia, la sociedad y el Estado para prote-
gerlos. Posteriormente, en abril de 2000, el Legislativo 
aprobó la ley para la protección de los derechos de 
NNA, reglamentaria del artículo 4 constitucional.

Con lo anterior, se introduce por primera vez en la his-
toria de México el concepto de niña, niño y de sus de-
rechos, aspectos que resultan fundamentales para un 
trato diferencial hacia este grupo poblacional. En la ley 
aprobada se establece el derecho a la salud, pero no a 
los servicios de salud, a la seguridad social e incluso al 
seguro social como se garantiza en la CIDN. Además, 
dicha ley menciona el derecho a la vida, pero omite el 
enunciado de la CIDN que establece el derecho a un 
nivel de vida adecuado para el desarrollo físico, men-
tal, espiritual, moral y social de la niñez.

Entre las buenas prácticas implementadas en el terri-
torio mexicano se encuentra la puesta en marcha de 
la Ley para la protección de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 29 de mayo de 2000. Esta ley es explícita 
en su articulado sobre sus propósitos y sus implicacio-
nes sobre el bienestar de los NNA mexicano, como se 
mostrará a continuación:

Artículo 1. La presente ley se fundamenta en el párra-
fo sexto del artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sus disposiciones son 
de orden público, interés social y de observancia ge-
neral en toda la República Mexicana y tiene por objeto 
garantizar a niñas, niños y adolescentes la tutela y el 
respeto de los derechos fundamentales reconocidos 
en la Constitución. La Federación, el Distrito Federal, 
los estados y los municipios en el ámbito de su com-
petencia, podrán expedir las normas legales y toma-
rán las medidas administrativas necesarias a efecto 
de dar cumplimiento a esta ley.
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Artículo 2. Para los efectos de esta ley, son niñas y 
niños las personas de hasta 12 años incompletos, y 
adolescentes los que tienen entre 12 años cumplidos 
y 18 años incumplidos.

Artículo 3. La protección de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes tiene como objetivo asegurarles 
un desarrollo pleno e integral, lo que implica la opor-
tunidad de formarse física, mental, emocional, social y 
moralmente en condiciones de igualdad. 

Artículo 4. De conformidad con el principio del inte-
rés superior de la infancia, las normas aplicables a ni-
ñas, niños y adolescentes se entenderán dirigidas a 
procurarles, primordialmente, los cuidados y la asis-
tencia que requieren para lograr un crecimiento y un 
desarrollo plenos dentro de un ambiente de bienestar 
familiar y social. Atendiendo a este principio, el ejerci-
cio de los derechos de los adultos no podrá, en ningún 
momento, ni en ninguna circunstancia, condicionar el 
ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes.

Artículo 11. Son obligaciones de madres, padres y de 
todas las personas que tengan a su cuidado niñas, ni-
ños y adolescentes:

1. Proporcionarles una vida digna, garantizarles 
la satisfacción de alimentación, así como el ple-
no y armónico desarrollo de su personalidad en 
el seno de la familia, la escuela, la sociedad y las 
instituciones

2. Protegerlos contra toda forma de maltrato, pre-
juicio, daño, agresión, abuso, trata y explotación.

Ahora bien, como buenas prácticas es posible destacar 
también la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes (reformada 20 de junio 2018), la cual en 
su articulado reza lo siguiente:

1. Reconocer a niñas, niños y adolescentes como 
titulares de derechos, con capacidad de goce de 
los mismos, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad; en los términos que establece el ar-
tículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos;

2. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protec-
ción y promoción de los derechos humanos de ni-
ñas, niños y adolescentes conforme a lo estableci-
do en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano forma parte; Crear y regu-
lar la integración, organización y funcionamiento 
del Sistema Nacional de Protección Integral de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto 
de que el Estado cumpla con su responsabilidad 
de Reconocer a niñas, niños y adolescentes como 
titulares de derechos, con capacidad de goce de 
los mismos, de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad; en los términos que establece el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos; II. Garantizar el pleno 
ejercicio, respeto, protección y promoción de los 
derechos humanos de niñas, niños y adolescen-
tes conforme a lo establecido en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 
los tratados internacionales de los que el Esta-
do mexicano forma parte; III. Crear y regular la 
integración, organización y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Protección Integral de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.
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La inclusión en 2008 de un apartado C dedicado a las 
víctimas en el artículo 20 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, así como la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos de 
2011, son los puntos de partida desde los cuales se ha 
venido construyendo una base constitucional que re-
conoce y tutela los derechos de las víctimas del delito 
y de violaciones a derechos humanos en México.

El cambio constitucional ha originado la adecuación 
del marco legislativo y reglamentario en el tema. La 
más reciente es la expedición en enero de 2013, pro-
ducto del impulso decidido de organizaciones sociales 
y familiares de víctimas, de la Ley General de Víctimas, 
instrumento que recoge los estándares internaciona-
les en la materia y prevé la creación de un Sistema 
Nacional de Atención a Víctimas, conformado por las 
instituciones y entidades públicas del ámbito federal, 
estatal, del Gobierno del Distrito Federal y municipal, 
organismos autónomos, así como organizaciones pú-
blicas y privadas vinculadas con las víctimas.

Con este nuevo marco jurídico la Procuraduría Social 
de Atención a las Víctimas, creada en septiembre de 
2011 para proporcionarles asistencia y apoyo, se tras-
formó en enero de 2014 en la Comisión Ejecutiva de 
Atención a Víctimas (CEAV) federal, instancia facultada 
para proporcionarles asesoría jurídica y que cuenta 
con un Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Inte-
gral.

Por otra parte, la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos creada hace 25 años para la defensa de los 
derechos humanos y la promoción de estos, consoli-
dada en septiembre de 1999 como órgano constitu-
cional autónomo, es parte del Sistema Nacional de 
Atención a Víctimas, y a través de su participación en 
las sesiones ordinarias y extraordinarias vela que se 

garanticen a las víctimas de delitos y violaciones a de-
rechos humanos la atención y reparación integral del 
daño, así como que se adopten medidas y protocolos 
para evitar una doble victimización generada por la 
actuación indebida de las instituciones públicas.

Por lo tanto, las víctimas constituyen una parte sus-
tantiva de los objetivos y estrategias de trabajo de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. En este 
sentido, el Programa de Atención a Víctimas del Deli-
to (PROVÍCTIMA), creado en el año 2000, en el nuevo 
contexto jurídico y de operación del Sistema Nacional 
de Atención a Víctimas constituye un puente entre las 
víctimas y las comisiones ejecutivas de atención a víc-
timas federal y locales, y con las demás instituciones 
públicas que forman parte de este cuya facultad es 
proporcionarles asistencia y apoyo.

Teniendo en cuenta que la atención y reparación del 
daño a las víctimas demanda el esfuerzo y colabora-
ción de todas las instituciones del Estado mexicano, 
se han establecido una serie de servicios victimoló-
gicos para brindar atención oportuna e integral a las 
víctimas, entre estos se encuentra: atención psicológi-
ca (en casos de urgencia y/o terapia breve); atención 
jurídica; canalización de la víctima a las instituciones 
correspondientes; informar y orientar sobre los dere-
chos y procedimientos previstos en el orden jurídico 
mexicano en materia de procuración y administración 
de justicia; llevar un seguimiento del caso y mantener 
a la víctima informada; acompañamiento a la víctima; 
y, por último, promover una justicia pronta y expedita.

En la práctica, el Estado mexicano establece los meca-
nismos necesarios para la atención pericial a mujeres, 
niñas, niños y adolescentes que se les han violentado 
sus derechos. En ese sentido, se encuentran las Fisca-
lías especializadas para realizar denuncias con respec-
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En cuanto a la atención a las víctimas del delito en Mé-
xico hay grandes cuerpos normativos que respaldan 
las actuaciones institucionales en esta materia. Prime-
ro, se encuentra la Ley general de víctimas que en su 
articulado desarrolla lo concerniente a las víctimas, a 
saber:

Artículo 28. La gravedad del daño sufrido por las víc-
timas será el eje que determinará prioridad en su 
asistencia, en la prestación de servicios y en la im-
plementación de acciones dentro de las instituciones 
encargadas de brindarles atención y tratamiento. Los 
servicios a que se refiere la presente Ley tomarán en 
cuenta si la víctima pertenece a un grupo en condi-
ciones de vulnerabilidad, sus características y necesi-
dades especiales, particularmente tratándose de los 
grupos expuestos a un mayor riesgo de violación de 
sus derechos, como niñas, niños y adolescentes, mu-
jeres, adultos mayores, personas con discapacidad, 
migrantes, indígenas, personas defensoras de dere-
chos humanos, periodistas y personas en situación de 
desplazamiento interno.

Artículo 29. Las instituciones hospitalarias públicas 
Federales, de las entidades federativas y de los mu-
nicipios tienen la obligación de dar atención de emer-
gencia de manera inmediata a las víctimas que lo 

to a la violencia de género; una vez realizada una de-
nuncia el Ministerio Público está facultado para seguir 
de oficio la investigación mediante la implementación 
de peritos en materia de psicología, trabajo social, cri-
minología, medicina forense, esto con el objetivo de 
conocer cuál es el riesgo que tiene la víctima, depen-
diendo del daño y riesgo se le ofrece servicio de alber-
gue. Siempre atendiendo a sus derechos básicos que 
es salvaguardar la integridad de las y los mismos.

requieran, con independencia de su capacidad socioe-
conómica o nacionalidad y sin exigir condición previa 
para su admisión.

Artículo 30. Los servicios de emergencia médica, 
odontológica, quirúrgica y hospitalaria consistirán en: 
I. Hospitalización; II. Material médico quirúrgico, in-
cluidas prótesis y demás instrumentos, que la perso-
na requiera para su movilidad, conforme al dictamen 
dado por el médico especialista en la materia; III. Me-
dicamentos; IV. Honorarios médicos, en caso de que 
el sistema de salud más accesible para la víctima no 
cuente con los servicios que ella requiere de manera 
inmediata; V. Servicios de análisis médicos, laborato-
rios e imágenes diagnósticas; VI. Transporte y ambu-
lancia; VII. Servicios de atención mental en los casos 
en que, como consecuencia de la comisión del delito 
o de la violación a sus derechos humanos, la persona 
quede gravemente afectada psicológica y/o psiquiátri-
camente; VIII. Servicios odontológicos reconstructivos 
por los daños causados como consecuencia del deli-
to o la violación a los derechos humanos; IX. Servicios 
de interrupción voluntaria del embarazo en los casos 
permitidos por ley, con absoluto respeto de la volun-
tad de la víctima, y X. La atención para los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres víctimas. En 
caso de que la institución médica a la que acude o es 

LA ATENCIÓN A LAS 
VÍCTIMAS DEL DELITO

MÉXICO 

...se encuentran las 
Fiscalías especializadas 

para realizar denuncias con 
respecto a la violencia de 

género... 



La protección de la víctima en el proceso penal: Una especial 
referencia a las víctimas vulnerables (menores y mujeres).34

enviada la víctima no cuente con lo señalado en las 
fracciones II y III y sus gastos hayan sido cubiertos por 
la víctima o en el caso de la fracción IV, la Federación, 
las entidades federativas o los municipios, según co-
rresponda, los reembolsarán de manera completa e 
inmediata, de conformidad con lo que establezcan las 
normas reglamentarias aplicables.

Artículo 40. Cuando la víctima se encuentre amena-
zada en su integridad personal o en su vida o existan 
razones fundadas para pensar que estos derechos es-
tán en riesgo, en razón del delito o de la violación de 
derechos humanos sufrida, las autoridades del orden 
federal, de las entidades federativas o municipales de 
acuerdo con sus competencias y capacidades, adopta-
rán con carácter inmediato, las medidas que sean ne-
cesarias para evitar que la víctima sufra alguna lesión 
o daño.

Por otra parte, se encuentra la Ley general de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes que, también, 
en su cuerpo normativo es específica en cuanto a las 
afectaciones contra esta población vulnerable, como 
se verá a continuación: 

Artículo 82. Niñas, niños y adolescentes gozan de los 
derechos y garantías de seguridad jurídica y debido 

proceso establecidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los tratados internaciona-
les, esta Ley y demás disposiciones aplicables.

Artículo 83. Las autoridades federales, de las entida-
des federativas, municipales y de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, que sustancien 
procedimientos de carácter jurisdiccional o adminis-
trativo o que realicen cualquier acto de autoridad en 
los que estén relacionados niñas, niños o adolescen-
tes, de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, 
cognoscitivo y grado de madurez estarán obligadas a 
observar, cuando menos a:

Garantizar la protección y prevalencia del interés 
superior de la niñez a que se refiere el artículo 2 de la 
presente Ley; II. Garantizar el ejercicio de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes, establecidos en la 
Constitución Política de  los  Estados  Unidos Mexicanos, 
los tratados internacionales, esta Ley y demás 
disposiciones aplicables; III. Proporcionar información 
clara, sencilla y comprensible para las niñas, niños 
y adolescentes sobre el procedimiento judicial o 
administrativo de que  se trate y la importancia de 
su participación en el mismo, incluyendo, en su caso, 
formatos accesibles de fácil comprensión y lectura 
para niñas, niños y adolescentes con discapacidad; 

IV. Implementar mecanismos de apoyo al presentar 
una denuncia, participar en una investigación o en un 
proceso judicial.

Como buenas prácticas en México es preciso anotar 
que la atención a primer contacto a víctimas que se 
encuentran en situación de vulnerabilidad frente a de-
litos por razones de género es obligación del Estado, 
el cual debe brindarle atención física, psicológica, mé-
dica y orientación jurídica. En este contexto, el repre-
sentante social debe velar por salvaguardar la integri-
dad de cada persona en situación de vulnerabilidad. 
Así mismo, se le debe de otorgar seguridad social para 
prevenir una nueva agresión por su victimario, en caso 
de situaciones de alto riesgo se les brinda albergue/
refugio con la finalidad de garantizar su protección y 
las medidas necesarias para ella y victimas indirectas.

Cuando lo anterior ocurre con menores de edad el 
DIF (Desarrollo Integral para la Familia) vela por salva-
guardar la integridad de los menores que se encuen-
tran en situación de violencia. Este órgano da vista a 
Ministerio Público para iniciar con la denuncia y en 
conjunto se trabaja la investigación con la finalidad de 
garantizar una mejor calidad de vida al menor.

MÉXICO 
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El 8 de marzo de 2018, la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos condenó al Estado de Nicaragua en 
el caso V.R.P.,V.P.C. y otros Vs. Nicaragua por no ac-
tuar con la debida diligencia y con perspectiva de gé-
nero, pues la víctima fue revictimizada por el sistema 
de justicia. Este falló ordenó al Estado de Nicaragua a 
desarrollar protocolos de investigación para que los 
casos de violación sexual y otras formas de violencia 
sexual en contra de mujeres, incluyendo niñas, sean 
debidamente investigados y juzgados de conformidad 
con los estándares internacionales; así mismo, se le 
exige al Estado de Nicaragua fortalecer la capacidad 
institucional para combatir la impunidad frente a ca-
sos de violación sexual y otras formas de violencia se-
xual contra las mujeres, incluyendo las niñas; por últi-
mo, se le solicita diseñar e implementar programas de 
capacitación permanentes para funcionarios públicos 
pertenecientes al Poder Judicial, Ministerio Público, 
Policía Nacional y personal de salud, sobre estándares 
internacionales en materia de investigación de viola-
ción sexual y otras formas de violencia sexual en con-
tra de mujeres, incluyendo niñas.

En consecuencia, el 01 de octubre del 2020 se dicta 
el Decreto 25-2020 de aprobación del “Protocolo de 
Atención Integral para NNA víctimas de violencia se-
xual”, no solo para dar respuesta a lo establecido en la 
sentencia de la CIDH, sino también para fortalecer la 
capacidad de respuesta interinstitucional y contribuir 
al cumplimiento de las recomendaciones del Comité 
de los Derechos del Niño del 2010  en donde se llama-
ba al Estado a garantizar que la niñez víctima tenga 
acceso a la justicia, con derecho a obtener indemniza-
ción. 

Ahora bien, teniendo en cuenta el panorama anterior, 
como aspectos positivos a resaltar se encuentra que 
desde la aprobación de la Ley 779 en el año 2012 se 
crearon Juzgados Especializados en Violencia, además 
de fiscales especializados en la materia; por lo que 
desde ese momento se está brindando una protec-
ción reforzada a la infancia. 

También es importante resaltar que la Ley 952 apro-
bada en el año 2017 incrementó las penas en los deli-
tos de violación a menores de catorce años y violación 
agravada, pues en el Código Penal se establecía que 
la pena para ambos delitos era de doce a quince años 
de prisión. Esta ley reformó estos tipos penales y esta-
bleció para ambos delitos una pena de veinte a veinti-
cinco años de prisión. De igual manera, con la aproba-
ción del Protocolo 25 – 2020 o Protocolo de atención 
integral para NNA víctimas de violencia sexual son las 
instituciones del Estado quienes, a través de la De-
fensoría Pública, realizarán el acompañamiento a las 
NNA víctimas de violencia sexual desde la fase policial, 
con una defensora o defensor público especializado 
para la asistencia legal y acompañamiento reforzado 
durante todo el proceso. Esto último sin perjuicio de 
la representación procesal que ya ostenta el Ministe-
rio Público, lo cual está debidamente desarrollado en 
el protocolo de la defensora o defensor público espe-
cializado en la atención integral para NNA víctimas de 
delitos, especialmente de violencia sexual.

Como aspectos negativos se encuentra que todavía 
no hay un protocolo en la institución policial, aun-
que existe un manual de procedimientos policiales de 
atención especializada a víctimas y sobrevivientes de 
violencia intrafamiliar y sexual de la Policía Nacional/
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Comisarías de la mujer y niñez, esta institución es en 
la actualidad el eslabón más débil o con más carencias 
a nivel de la atención que se brinda. Actualmente, el 
primer abordaje a la víctima lo hace un oficial de poli-
cía, cuando lo recomendable sería que fuera un psicó-
logo especializado en la materia.

Como buenas prácticas inicialmente puede destacarse 
que la Ley 779 o Ley integral contra la violencia hacia 
las mujeres amplió la posibilidad para realizar los anti-
cipos de las declaraciones de las víctimas, establecien-
do que se pueden tomar en casos de reprogramación, 
suspensión o interrupción de los juicios. Además, es 
positivo que en Nicaragua no existe el desistimiento 
en delitos de violencia sexual contra NNA.

Por otra parte, en materia de ejecución de sentencias 
y vigilancia penitenciaria, el artículo 181 del Código Pe-
nal establece que cuando el delito sexual sea cometi-
do contra NNA no habrá lugar a ningún beneficio de 
suspensión de pena, por lo tanto, los declarados cul-
pables deben hacer efectivo el cumplimiento de sus 
condenas. Así mismo, con fundamento en el protoco-
lo estandarizado de actuación judicial para procesos 
penales en delitos de violencia sexual contra NNA, las 
juezas y jueces a nivel nacional tienen en cuenta los es-
tándares internacionales en la valoración de la prueba 
en delitos de violencia sexual, pues estos se caracte-
rizan por producirse en ausencia de otras personas 
más allá de la víctima y el agresor e igualmente la re-

tractación de NNA víctimas de delitos sexuales duran-
te el proceso penal merece que los juzgadores estén 
sensibilizados y apliquen debidamente la perspectiva 
de género y tomar en cuenta el primer testimonio de 
la víctima en la fase investigativa. 

En lo que se refiere a las propuestas de mejora uno 
de los desafíos que enfrenta Nicaragua como país es 
la necesidad de mecanismos efectivos para la repara-
ción y resarcimiento cuando los NNA son violentados 
sexualmente. Otro aspecto a mejorar está referido a 
la necesidad de realizar una efectiva divulgación y pre-
vención de los delitos sexuales en NNA, pues aunque 
en los últimos dos años la cifra de acusaciones ha des-
cendido, ya que en el período 2017-2018 se presen-
taron 4,745 acusaciones, y en el período 2019 - 2020 
se presentaron 2,433 acusaciones, persiste la alta tasa 
de embarazos de niñas entre los doce y quince años 
de edad.
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En Nicaragua, con la aprobación del Decreto 25 - 2020 
del 01 de octubre del 2020, protocolo de atención in-
tegral para NNA víctimas de violencia sexual, se arti-
cula y armoniza el trabajo conjunto que realizan las 
instituciones que trabajan de cara a la prevención, de-
tección, atención, protección de la violencia, reforzan-
do la debida diligencia del Estado, estableciendo los 
procedimientos a seguir de acuerdo a la naturaleza de 
cada una de las instituciones que forman parte de la 
Ruta de Acceso a la Atención Integral de NNA.

Por otra parte, es importante mencionar que el Insti-
tuto de Medicina Legal (IML) cuenta con un protocolo 
sobre abordaje integral y valoración médico legal para 
casos de NNA víctimas de violencia sexual, para ho-
mogenizar y armonizar su actuación a nivel nacional. 
Una novedad de dicho protocolo es que el IML, excep-
cionalmente y como medida de protección reforzada 
cuando las NNA acudan por violencia sexual, sin oficio 
o solicitud, los reciben, atienden e inmediatamente 

En cuanto a la atención a las víctimas del delito el pri-
mer referente normativo a resaltar es el artículo 110 
C.P.P que se ocupa de los derechos de la víctima en el 
proceso, aunque de manera parcial debido a que el 
Estado de Derecho estaba centrado básicamente en 
las garantías procesales y derechos del acusado o im-
putado.  Por ello, el artículo 7 de la Ley 779 hace una 
enumeración del resto de derechos que le son recono-
cidos a las víctimas de violencia de género, los cuales 
quedan como consagrados de forma general pero no 
aterrizados a cuál es la forma de ponerlos en práctica 
para garantizar una tutela judicial efectiva.

inicia la notificación y coordinación interinstitucional. 
Para ello, en Managua (capital de la República de Ni-
caragua), se creó la Oficina de Atención a Víctimas de 
Violencia (acompañamiento y orientación).

Como buenas prácticas es positivo que para la reali-
zación de las pericias del estado de salud mental de 
las NNA ya no es necesario que la víctima se traslade 
hasta las instalaciones en Managua, sino que los psi-
cólogos forenses están capacitados para realizar esas 
pericias también, y no solo de valoración de afectación 
psíquica. En cuanto a las propuestas de mejora se pro-
pone valorar la incorporación de trabajadores sociales 
como parte de los peritos que conforman las clínicas 
forenses del Instituto de Medicina Legal. También se 
sugiere trabajar en la sensibilización y atención de to-
dos los funcionarios que brindan atención en materia 
de prevención de violencia.

En línea con lo anterior, hay un conjunto de entidades 
del orden institucional que tienen funciones o labores 
específicas relacionadas con la atención a las víctimas 
del delito. Por ejemplo, el Ministerio de Salud donde 
las unidades de salud deben brindar atención psicoló-
gica, de determinar delito de violencia psicológica las 
remiten a la policía, pero ellas deben ir de forma vo-
luntaria; solo en caso de delitos sexuales contra NNA 
el personal de salud está obligado a denunciar.
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En el plano legal, la Constitución Política panameña 
creó el campo obligatorio para que se produzca la 
protección efectiva de los NNA. La carta de derechos 
fundamentales da pie a que se incentive el fomen-
to de normativas que aborden temas de derechos 
y protección a los menores de edad en las distintas 
dimensiones sociales. Así pues, en el marco legal na-
cional que contempla normas que regulan los dere-
chos y la protección de los menores de edad se en-
cuentra el Código de la Familia donde se prevé como 
fin supremo el bienestar del NNA. No obstante, esta 
normativa no brinda rasgos específicos al referirse a 
la infancia y a todas las afectaciones que puede vivir 
un menor de edad al ser parte de un proceso judicial 
de familia. 

Por otro lado, al abordar el tema de protección a la 
infancia y adolescencia en el ámbito penal, los meno-
res infractores de la ley penal cuentan con una nor-
ma que regula de manera directa cualquier eventual 
conflicto con la ley. La Ley 40 de 1999 es un instru-
mento jurídico de carácter garantista que protege la 
integridad de los adolescentes que por sus acciones 
se enfrentan al escrutinio de la ley penal por cometer 
delitos.

Este cuerpo normativo, a diferencia de la Ley Penal 
ordinaria, cumple una triple función: proteger los 
bienes jurídicos y sus consecuentes víctimas; garan-
tizar el trato especializado de los adolescentes esta-
bleciendo con claridad sus derechos y garantías, así 
como también el proceso en sí mismo; y, por último, 
la resocialización de los adolescentes tanto en el 
transcurso del proceso como al final del mismo. 

En un primer momento, al hablar de buenas prác-
ticas relacionadas con las normas de derechos de 

la infancia y la adolescencia en Panamá es obligato-
rio mencionar la existencia de un Manual de Buenas 
Prácticas. Dicho documento tiene como objeto especi-
fico desarrollar en todos los ámbitos las adecuaciones 
pertinentes con el fin de hacer valer los derechos de la 
infancia y la adolescencia y velar por el estricto cum-
plimiento de los derechos de este grupo vulnerable.

La cooperación entre instituciones gubernamentales 
y no gubernamentales es otra de las buenas prácticas 
que se ha ido afianzando en Panamá. Esta colabora-
ción ha logrado, entre otras cosas, que el sector priva-
do se comprometa con hacer cumplir los derechos de 
la infancia y la adolescencia, incluso creando norma-
tivas empresariales orientadas a que se salvaguarde 
dentro de dichas empresas privadas los derechos del 
adolescente y la infancia de los hijos de sus colabora-
dores.

En cuanto a las propuestas de mejora es preciso que 
se realicen programas y políticas de Estado que par-
tan de la necesidad comprobada de crear un cuerpo 
jurídico integro que garantice los derechos de los NNA 
y que sirva como bastión protector de los mismos. En 
ese sentido, una eventual normativa integral debe cen-
trar su cuerpo legal en crear y regular las deficiencias 
de las leyes actuales, entre los cuales está la creación 
de una comisión permanente de fiscalización y segui-
miento descentralizada de SENNIAF que sirva como 
ente regulador. De igual forma, es necesario que se 
propicie la creación de centros de resocialización y 
rehabilitación no privativos de libertad que brinden 
atención especializada y conduzcan a un seguimiento 
adecuado de cada caso de vulneración de derechos o 
protección.
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La atención pericial a las víctimas en Panamá ha pre-
sentado una notable mejoría desde la entrada en vi-
gencia del Sistema Penal Acusatorio, debido a que al 
transformarse el sistema penal a corte acusatorio se 
dio respuesta a la necesidad de darle atención a las 
víctimas y, específicamente, brindar mayor atención a 
las víctimas más vulnerables. En ese sentido, se crea-
ron en todas las instituciones afines a la protección 
de las víctimas y de ámbito jurídico un departamento 
de atención a las víctimas donde se provee atención 
integral, basados en trabajo social forense, psicología 
forense, etc. 

Así pues, el Ministerio Público (Fiscalía General) cuenta 
con una oficina que cumple con las especificidades an-
tes mencionadas. Adicionalmente, el Órgano Judicial, 
desde el Instituto de Defensoría de la Victima, hace la 
labor de garantizar que cada víctima del delito, si así lo 
requiere, sea representado por un abogado oficioso 
convirtiéndose así en parte activa del proceso. 

El Intitulo Médico Forense de Panamá, donde radican 
los profesionales forenses del trabajo social, la psicolo-
gía y la medicatura, atiende a grandes escalas en todo 
el territorio a las víctimas manteniendo un protocolo 
especializado y creando una diferencia conceptual a la 
hora de atender tanto a víctimas como a imputados. 
Esta institución ha logrado un equilibro ponderado de 
lo que es garantizar la igualdad de condiciones en los 
procesos para víctimas e imputados, logrando que las 
evaluaciones forenses a las víctimas vayan encamina-

das a la recuperación emocional por la afectación cau-
sada, y que la misma sirva como prueba pericial en el 
proceso en sí.

Entre las buenas prácticas en Panamá es posible in-
dicar, en un primer momento, la implementación en 
el Código Procesal Penal de un artículo que defiende 
directamente los intereses de las víctimas y sus dere-
chos, lo que crea a gran escala un fundamento jurídico 
para su protección y su representatividad en los pro-
cesos de corte acusatorio, procurando una atención 
pericial íntegra y acorde a la realidad de cada víctima.

También es importante señalar como buena prácti-
ca que el acceso a la defensa de derechos e intere-
ses dentro del proceso se extendió al primer grado de 
consanguineidad o al cónyuge. Así mismo, es positiva 
la fiscalización por parte de la Comisión de la Mujer, 
Niñez y Adolescencia de la Asamblea Nacional, que 
mantiene una mesa permanente de trabajo, con el fin 
de propiciar normas que fortalezcan el derecho de la 
victimas más vulnerables.

Otro aspecto de suma relevancia es que se introdu-
jo en el Código Penal el no desistimiento de la acción 
penal ante delitos de violencia de género, maltrato in-
trafamiliar. De igual manera, se creó la modalidad de 
femicidios basados en paramentos estadísticos y rea-
lidades sociales, lo que ha ayudado que de oficio se 
investiguen estos delitos logrando sentencias acordes 
a cada caso.
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Por otra parte, se sugiere la reestructuración y reor-
ganización de SENNIAF, desde su normativa regulado-
ra, puntualizando en la obligación del Estado para dar 
cumplimento a todos los programas que contempla 
la ley que los regula. Así mismo, que se contemple la 

aplicación más certera de los instrumentos normati-
vos internacionales, así como se estimule la formación 
y orientación en lo concerniente a su entramado legal, 
de aplicación, entre otros aspectos. 
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En importante señalar que la Constitución Nacional de 
Panamá, en su artículo 4, sostiene que la República de 
Panamá acata las normas del derecho internacional. 
En ese sentido, Panamá acata íntegramente lo que 
dicta la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos, por tanto, se compromete a garantizar que toda 
persona cuyos derechos o libertades hayan sido viola-
dos podrá interponer un recurso efectivo, aun cuan-
do tal violación hubiera sido cometida por personas 
que actúan en ejercicio de sus funciones oficiales. De 
igual manera, la autoridad competente, judicial, ad-
ministrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad 
competente prevista por el sistema legal del Estado, 
decidirá sobre los derechos de toda persona que in-
terponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades 
de recurso judicial y, en esa misma línea, las autorida-
des competentes cumplirán toda decisión en que se 
haya estimado procedente el recurso.

En ese orden de ideas, en Panamá hay un entramado 
jurídico establecido para garantizar la eventual pro-
tección a las víctimas del delito penal. Así mismo, en 
el nuevo sistema de justicia de corte acusatorio (Siste-
ma Penal Acusatorio), el Ministerio Público cuenta con 
la Unidad de Protección a Víctimas, Testigos, Peritos y 
demás Intervinientes en el proceso penal (UPAVIT) que 
tiene como objetivo, brindar asistencia y protección a 
víctimas, testigos, peritos y demás intervinientes en el 
proceso penal, además de apoyar en las actuaciones 
fiscales.

Además, en Panamá se cuenta con el departamento 
de asesoría legal gratuita a las víctimas del delito cuyo 
objetivo principal es garantizar los derechos y preten-
siones de las víctimas en el proceso penal, brindando 
un protección jurídica y confiable, y creando una fun-
cionalidad procesal efectiva. Es importante también 
reseñar la Unidad de Acceso a la Justicia y Género, la 

cual se encarga de emplear mecanismos para que los 
grupos más vulnerables tengan acceso a la justicia am-
pliamente, y que esta justicia no se vea condicionada a 
razón de su etnia, sexo o condición social.

Por último, entre los aspectos positivos identificados 
en el Sistema Penal Acusatorio en lo concerniente a las 
víctimas en el marco del proceso penal se encuentra 
que este nuevo marco amplía y protege los derechos 
humanos de las personas víctimas y/o imputadas y, 
además, busca resolver los hechos delictivos en me-
nor tiempo. Entre los aspectos negativos se encuentra 
la acumulación y alto volumen de casos que se le asig-
nan a los defensores públicos, así como el alto costo 
del proceso si se decide ir hasta su última etapa.
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Como buenas prácticas en el caso panameño hay que 
destacar la atención especializada de la Unidad de 
Protección a las Victimas que brinda asistencia básica 
a las víctimas por medio de pericias de trabajo social, 
psicológicas, psiquiátricas y de medicina legal. Así mis-
mo, sobresale la existencia de protocolos especializa-
dos para atender a víctimas de delitos contra el orden 
jurídico y familiar, delitos sexuales y víctimas meno-
res de edad, protocolos que contemplan una atención 
psicosocial más profunda a estas víctimas específicas, 
en delitos específicos, donde reciben atención prima-
ria durante el proceso y, en algunas ocasiones, segui-
miento.

También es positiva la defensa de los derechos de la 
víctima en el proceso penal por parte del Instituto del 
Departamento a las Víctimas del Delito, conformado 
por abogados estatales que representan judicialmen-
te a las víctimas desde el inicio formal del proceso, 
procurando la salvaguarda de los intereses de sus re-
presentados teniendo las mismas facultades del Mi-
nisterio Publico para acusar, y recurrir, en parte del 
proceso.

Como propuestas de mejora es indispensable la crea-
ción de un cuerpo normativo que sirva como base pri-
mordial para la puesta en marcha de una atención y 
asistencia a las víctimas del delito completa, sin con-
dicionamientos procesales y procurando un plan es-
tructural de intervención. Así mismo, es primordial 
que se maximice, a través de este instrumento jurídi-
co, la función de las dos entidades actuales con el fin 
de que su operatividad se vea robustecida, brindando 
una atención sólida a las víctimas del delito.

...Como propuestas 
de mejora es 
indispensable la 
creación de un cuerpo 
normativo que sirva 
como base primordial 
para la puesta en 
marcha de una 
atención y asistencia 
a las víctimas del 
delito completa... 
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Actualmente, en Paraguay existen normativas espe-
ciales para la protección de los NNA a través del Có-
digo de la Niñez y Adolescencia, y normativas de ca-
rácter constitucional, así como también los tratados y 
convenios internacionales firmados y ratificados por 
la República del Paraguay. En esa línea, se encuentra 
el Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia, del que 
son integrantes las distintas instituciones del Estado, 
organizaciones representantes de niños y adolescen-
tes, niños indígenas, representantes de la sociedad ci-
vil, y otros. Desde el Consejo Nacional se trabajó en el 
Plan Nacional de la Niñez y Adolescencia 2020 -2024, 
el cual actualmente se encuentra concluido, pero ha 
sido objeto de revisión y verificación, así como los 
veinte compromisos con la niñez y adolescencia, asu-
midos por el Poder Ejecutivo.

En Paraguay, los derechos de los NNA tienen respal-
do garantista, en primer lugar, por la Constitución Na-
cional. Además, ese conjunto de derechos está salva-
guardados a través de distintos Convenios y Tratados 
ratificados por Estado paraguayo, por ejemplo, la Con-
vención sobre los Derechos de la Niñez, adoptada por 

la Ley 57/90. A partir de la adopción de este instrumen-
to el Estado ha incorporado dentro de su ordenamien-
to jurídico otros instrumentos, tales como el Código 
de la Niñez y Adolescencia, leyes especiales, decretos 
y resoluciones específicas vinculadas a la materia.

En este contexto, los instrumentos jurídicos pueden 
ser señalados como buenas prácticas por parte del Es-
tado paraguayo y por tanto, como propuesta de mejo-
ra se sugiere velar por el cumplimiento integral de lo 
estipulado en el cuerpo normativo vigente. Así pues, 
cabe resaltar la Ley 16080 que da vida al ya menciona-
do Código de la Niñez, la Ley 5659 que se ocupa de la 
promoción del buen trato y de la crianza, la ley 5653 
que aborda la protección de los NNA contra conteni-
dos nocivos de internet. También son importantes po-
líticas y planes como la Política penal del adolescente 
en conflicto con la ley penal y el plan de acción 2020, 
el Plan nacional de prevención y erradicación de la ex-
plotación sexual de NNA 2018, el Plan de acción País 
para erradicar la violencia contra la niñez y la adoles-
cencia coordinado por la CONAPROE 2018 - 2021.  en-
tre otras.

En la actualidad, Paraguay ha avanzado en la creación 
y aplicación de leyes como la Ley 4788/12 contra la 
trata de personas que contempla la protección y asis-
tencia a víctimas y testigos de la trata de personas, la 
Ley 5777/16 de protección integral a las mujeres, con-
tra todo tipo de violencia, en la que se encomienda a 
las distintas instituciones del Estado la elaboración de 
protocolos de atención. Así, con base en la ley 5777/16 
se conformó la Mesa interinstitucional para la preven-
ción y combate a la trata de personas en el Paraguay. 

Además de lo anterior, el Ministerio de Salud Pública y 
Bienestar Social cuenta con los protocolos de atención 
integral a víctimas de violencia, lo cual puede ser con-

siderado como una buena práctica implementada por 
el Estado paraguayo. El flujograma de acciones estipu-
lado por el protocolo de atención integral contempla 
lo siguiente:

Asistencia médica. Incluye evaluación de riesgo, detec-
ción y manejo de Infecciones de Transmisión Sexual 
(ITS), prevención del embarazo y manejo de anticon-
cepción de emergencia. Además, atención psicológica, 
psiquiátrica y trabajo social.

Intervenciones. En el ámbito legal para derivar la de-
nuncia a las instancias correspondientes y establecer 
medidas de protección mediante: Fiscalía, si se trata 
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El Código Procesal Penal de la República del Paraguay 
establece en su artículo 96 los derechos de las víctimas, 
entre los cuales se garantiza el respeto y debido trato, 
no solo hacia las víctimas, sino hacia sus familiares y 
eventuales testigos. Asimismo, existen instrumentos 
axiológicos que definen quiénes son los sujetos vul-
nerables, entre ellos las 100 Reglas de Brasilia y las 
Guías de Santiago para la protección de las víctimas 
y testigos. Específicamente, las Guías de Santiago re-
comiendan al Ministerio Público que realice una clasi-
ficación de las víctimas tomando en consideración su 
situación, su posible relacionamiento con el agresor, 
las condiciones psicológicas de las víctimas y otros fac-
tores que deban ser observados para brindar el acom-
pañamiento debido.

Actualmente, el Ministerio Público cuenta con un Cen-
tro de Atención a Víctimas (CAV) que está en capacidad 
de recomendar medidas de seguridad, de protección 
y de contención. Esta dependencia ejerce funciones 
desde el año 1994 por disposición de la Fiscalía Ge-
neral del Estado, y adaptado al nuevo Código Penal y 
Procesal Penal del año 2000. Así mismo, el denomina-
do CAV cuenta con psicólogos, psicólogas y trabajado-
ras sociales distribuidos a nivel nacional en 33 oficinas 
equipadas para brindar toda la asistencia a las vícti-
mas.

Sus principales funciones son orientación y conten-
ción desde el conocimiento o denuncia del delito, y 
acompañamiento y asistencia en los siguientes casos: 
declaraciones testificales de niños y niñas víctimas y/ 
testigos; declaraciones testificales de adolescentes y 
adultos en condición de vulnerabilidad; juicios orales 
a las víctimas; orientación psicológica y jurídica, así 
como la redacción de informes en el marco de investi-
gaciones fiscales.

Por último, es preciso anotar que tanto el Ministerio 
Público como el Poder Judicial abordan a las víctimas 
desde la denuncia penal a través de sus distintas áreas 
de atención como el Centro de Atención a Víctimas 
del Ministerio Público o las oficinas forenses del Po-
der Judicial. Así también, el Ministerio Público cuenta 
con la Clínica Forense donde se le brinda la atención 
medica necesaria a las víctimas y la protección de los 
elementos de prueba que podrían ser utilizados en el           
proceso. 

de una sospecha de maltrato, abuso sexual o muerte 
dudosa; con la CODENI ante riesgo social; con la Poli-
cía Nacional para solicitar medidas de protección.

En caso de que la agresión se trate de un adulto, la de-
nuncia debe ser direccionada a la Comisaría, Juzgado 
y Fiscalía. Dentro de la intervención está circunscrita la 
hospitalización del paciente para el monitoreo y eva-
luación de su estado de salud, y establecer el trata-
miento específico para el paciente, de acuerdo con su 
condición.

Por último, se encuentran otros documentos que dan 
cuenta de mecanismos que emplea el Estado para-
guayo para la protección de las víctimas vulnerables 
y que, también, pueden ser catalogadas como buenas 
prácticas. Entre ellos, los más relevantes son la Guía 
de atención integral a niñas, niños y adolescentes víc-
timas de la trata de personas y el Manual de procedi-
mientos operativos de la Unidad especializada en la 
lucha contra la trata de personas y la explotación se-
xual de niñas, niños y adolescentes. 
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En República Dominicana, en materia de protección 
de los derechos de NNA, uno de los primeros pasos en 
esa dirección fue la ratificación de la Convención de los 
Derechos del Niño, en el año 1991. A raíz de dicha ra-
tificación se ha ido actualizando la normativa nacional 
en lo que respecta a los avances de la jurisprudencia 
internacional que tienen como objetivos la protección 
de los NNA en términos de identidad, imagen, privaci-
dad, entre otros aspectos cuya responsabilidad recae 
sobre el Estado y la familia. 

Cabe resaltar, que para el año 2003, el Congreso de 
la República Dominicana promulgó la ley 136-03 que 
tiene como objetivo principal proteger y garantizar el 
ejercicio de los derechos fundamentales de los NNA 
y contiene un catálogo de principios acordes con la 
Convención de los Derechos del Niño. Dentro de los 
principios y derechos que recoge la indicada ley, cabe 
citar: interés superior del niño, derecho a opinar, ser 
escuchado, derecho a la intimidad, identidad, integri-
dad, protección de su imagen, derecho a la libertad, 
derecho a la educación, a la igualdad, derecho a no ser 
discriminado, derecho a la prioridad absoluta, ser un 
sujeto de derecho, derecho a la vida, a un nombre, a 
una nacionalidad, ser inscrito en el registro civil, dere-
cho a tener contacto con sus padres, abuelos, derecho 
al deporte, a la cultura, la recreación, a la restitución 
de sus derechos, a un medio ambiente sano, y que se 
denuncie cualquier tipo de abuso ejercido en contra 
de los niños, niñas y adolescentes, derecho a que se 
prohíba la comercialización de imágenes, etc. 

En lo que respecta al proceso penal, donde los NNA 
sean víctimas la propia ley 136-03 regula al efecto y 
sanciona los abusos cometidos en contra de ellos, ya 
sea por terceros, por un padre, madre, tutor o maes-
tro. Al igual que el abuso de autoridad de padre, ma-
dre, tutor, lo cual es refrendado por el Código Penal 
ordinario (arts. 347, 348, 349 y 350, sanciona el aban-

dono y el maltrato a los niños, niñas y adolescentes), 
en los artículos 355 y 356, lo referente a las seduccio-
nes de menores de 18 años.

Inicialmente, como buenas prácticas es preciso men-
cionar la creación de aldeas infantiles (INAIPI). De igual 
manera, el Estado ha promovido la creación de hos-
pitales especializados para brindar asistencia a los 
NNA, así mismo, es preciso resaltar que desde el 06 
de enero del año 2021 el Poder Ejecutivo promulgó la 
Ley 1-2021 que elimina el matrimonio infantil, lo que 
implica un verdadero avance en materia de proteccio-
nes de NNA.

En cuanto a las propuestas de mejora se sugiere la 
realización de entrevistas en cámara Gesell a los NNA 
desde el primer momento en que se inicia el proceso, 
esto es, entre las primeras 24 a 48 horas en que el jus-
ticiable resulta arrestado, previo conocerse la vista de 
medida de coerción; y en su defecto, una vez termina 
la vista de medida de coerción, que se proceda al co-
nocimiento de la entrevista en Cámara Gesell.

Por otra parte, se propone que el órgano investiga-
dor mantenga el contacto con las victimas ya sea de 
agresión, abuso o violación sexual o de maltrato, y con 
sus familiares, que se les dé seguimiento y que se les 
brinde apoyo. Además, se solicita que en todo proceso 
donde haya un menor de edad involucrado, sea en ca-
lidad de victima directa, testigo o justiciable, sea obli-
gatorio realizar un trabajo social. Esto de la mano con 
el requerimiento al Estado para incentivar que en las 
universidades se formen más trabajadores sociales, y 
que los existentes se especialicen y cuenten con una 
educación continua regular. En suma, se sugiere que 
se ponga en práctica el mandato tanto de la Constitu-
ción dominicana, como de las leyes, en lo que respec-
ta a la protección de los derechos de los NNA.
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El tratamiento a las víctimas en condiciones de vulne-
rabilidad de un hecho delictivo ha sido un punto de 
reflexión desde hace ya algún tiempo en el ámbito in-
ternacional que ha repercutido en República Domini-
cana. El Estado dominicano ha trabajado con el fin de 
reconocer los derechos y garantías que le son inhe-
rentes, con una visión integral que se consolide des-
de el propio Estado dando las respuestas necesarias, 
procurando todos los medios para evitar los altos ries-
gos de una victimización secundaria.

Para otorgar un especial énfasis en la atención peri-
cial a las víctimas más vulnerables se tomará como 
partida las diferentes instituciones gubernamentales 
que ofrecen asistencia a las víctimas de violencia des-
tacando los protocolos de actuaciones que han dise-
ñados en estos casos. Aquí cabe anotar que no existe 
una institución centralizada que tenga la competen-
cia para las políticas en esta área y, en consecuencia, 
las funciones y labores propias de este ámbito se han 
diseminado en los diferentes órganos institucionales 
del Estado, a saber:

Ministerio de la Mujer
El Ministerio de la Mujer se creó en 1999 como orga-
nismo responsable de establecer las normas y coor-
dinar la ejecución de políticas, planes y programas a 
nivel sectorial, interministerial y con la sociedad civil, 
dirigidos a lograr la equidad de género y el pleno ejer-
cicio de la ciudadanía por parte de las mujeres. Este 
Ministerio cuenta con un Departamento de No Violen-
cia que ejecuta el Programa Nacional de Atención y 
Prevención de la Violencia Contra la Mujer, integrado 
por varios componentes y dirigido tanto a promover 
los mecanismos para reducir la violencia doméstica 
y el abuso sexual, como a ejecutar, en coordinación 

con diversas instituciones gubernamentales y no gu-
bernamentales, acciones para disminuir los niveles 
de violencia. En este contexto, se establecieron cinco 
ejes estratégicos de atención: promoción de una vida 
familiar libre de violencia; detección, captación y pre-
vención de daños mayores; atención específica a per-
sonas afectadas; atención judicial-represiva; y, por úl-
timo, servicios de apoyo para el fortalecimiento de un 
nuevo proyecto de vida.

A partir de lo anterior entraron en funcionamiento los 
Centros de Atención y Desarrollo a Sobrevivientes de 
Violencia que ofrecen un programa de atención inte-
gral donde las mujeres que han sufrido violencia re-
ciben atención psicológica, psiquiátrica, formación la-
boral, terapéutica, acceso a microcrédito, servicio de 
guardería para sus hijos e hijas y seguimiento de pro-
ceso legal para superar los efectos de la misma e iden-
tificar acciones para el fortalecimiento y desarrollo de 
un nuevo proyecto de vida libre de violencia.

Ministerio de Salud Pública
En el Ministerio de Salud Pública existen programas 
dirigidos a atender y prevenir la violencia intrafami-
liar y abuso sexual como, por ejemplo: el Programa 
Nacional de Violencia Doméstica y Abuso Sexual de la 
Dirección de Salud Mental y el Centro de Atención a la 
Mujer Maltratada que brinda atención especializada a 
las mujeres sobrevivientes de violencia sexual, consis-
tente en servicios clínicos de certificación de maltratos 
y abusos.

Fue elaborado en 2017 el Protocolo de Atención 
de Casos de Violencia Sexual en Niños, Niñas y 
Adolescentes dirigido a todo el personal médico, 
cuyo objetivo consiste en  establecer directrices que 
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permitan un abordaje estandarizado a los NNA con 
sospecha de ser víctimas de violencia sexual que 
acuden a los Servicios de Salud, para su oportuno 
diagnóstico, notificación y adecuado manejo. En 
este protocolo se encuentra la evaluación del equipo 
multidisciplinario y confirmación del diagnóstico de 
abuso sexual.

Procuraduría General de la República
La Procuraduría General, por su parte, creó en 2005 
la Dirección Nacional de Asesoría para Víctimas desti-
nada a coordinar los esfuerzos de las instituciones ofi-
ciales y ONGs que brindan servicios a las víctimas de 
la violencia, incluyendo el abuso doméstico y sexual, y 
cuenta con una Unidad de Atención y Prevención de 
la Violencia de Género y Delitos Sexuales. Otro avance 
destaca e impulsado desde la Procuraduría General es 
que se elaboró en el año 2006 una Guía de Recomen-
daciones para la Investigación y Procesamiento de De-
litos Sexuales en República Dominicana desarrollado 
por la Procuraduría General de la República y el Insti-
tuto Nacional de Ciencias Forenses (INACIF).

En República Dominicana es posible resaltar como as-
pecto positivo que a través de diferentes instituciones 
del Estado se han promovido el desarrollo de actua-
ciones específicas destinadas a la asistencia pericial de 
la víctima del delito con especial atención en mujeres 
y niños enfocados en el respeto de sus derechos y la 
dignidad humana. En este contexto, las instituciones 
estatales tienen como política hacer todo lo necesario 
para proteger y salvaguardar los derechos de las vícti-
mas de delitos que trae como consecuencia un impac-
to negativo sobre la calidad de vida de las personas, 
produciendo efectos que incluyen daños a nivel emo-
cional, físico y social. Aquí se aplica un énfasis especial 
en reparar esos daños provocados por la comisión del 

delito y en beneficio de la salud mental de los sobrevi-
vientes de violencia.

Por otra parte, un aspecto positivo es la existencia de 
espacios interinstitucionales para asistencia a las víc-
timas, así como los servicios brindados que cuentan 
con la vocación de servicio de los funcionarios encar-
gados de dar apoyo intentando proveer el mejor ser-
vicio posible a quienes acuden solicitar ayuda, aun con 
las limitaciones que se presentan para la ejecución de 
los programas.

Ahora bien, entre las buenas prácticas identificadas se 
encuentra la existencia de Centros de Ayuda a Vícti-
mas de violencia con servicios psicológicos y médicos 
de inmediato. De igual manera, es importante resaltar 
que las evaluaciones psicológicas de las víctimas de 
delito se realizan dentro de las perspectivas de los re-
querimientos para las respuestas legales de los casos 
y sirven de fundamento para evitar la impunidad de 
los casos y adecuada sanción a los agresores.

Por otra parte, es positivo que el Ministerio de la Mu-
jer cuente con el Programa Nacional de Fortalecimien-
to para dar asistencia a las mujeres víctimas de violen-
cia y amenazas de muerte. Este Programa tiene como 
objetivo reducir los casos de violencia y feminicidios a 
través de la atención telefónica eficaz y oportuna, está 
dirigido a todas las mujeres, con sus NNA, víctimas de 
cualquier tipo de violencia, sin discriminación de raza, 
nacionalidad, religión, condición social. Los rescates se 
realizan con el Departamento de Prevención y Aten-
ción de Violencia, las Oficinas Provinciales de la Mujer 
(OPM) y Oficinas Municipales de la Mujer (OMM), en 
coordinación con los destacamentos policiales de las 
provincias y municipios. 

Para mejorar en términos generales se propone cui-
dar en todo momento la dignidad de la víctima evitan-
do la revictimización secundaria como consecuencia 
del delito, enfatizando el abordaje y tratamiento de la 
temática desde la perspectiva de los derechos huma-
nos. 

Por último, se sugiere la implementación de políticas 
públicas y mayores recursos para el apoyo a las vícti-
mas en condiciones de vulnerabilidad, porque a pesar 
del avance que supone la mera existencia de leyes na-
cionales, guías y directrices, la mayoría no prevén la 
creación de fondos especiales o partidas presupues-
tarias para impulsar los programas y/o las medidas 
para la accesibilidad de las personas en condiciones 
de vulnerabilidad por lo que se hace indispensable 
que se cree o identifique el organismo responsable 
encargado de impulsar las medidas o políticas que se 
proponen en la norma.

REPÚBLICA DOMINICANA
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Entre los aspectos positivos es preciso destacar que 
en República Dominicana existen varios organismos 
que tienen como prioridad atender a llamados rela-
cionados con proteger a la víctima, en especial a mu-
jeres y niños, encabezados por el Departamento de 
Violencia de Género, sexual e intrafamiliar, el cual per-
tenece y está dirigido por la Procuraduría General de 
la República que, a su vez, se auxilia de varios organis-
mos más, entre ellos:

El Sistema Nacional de Emergencia - 911, el cual tiene 
como prioridad acudir a todos los llamados de emer-
gencias relacionados a casos de violencia de género 
e intrafamiliar. Para el Sistema - 911 es una prioridad 
atender eficientemente todas las llamadas, especial-
mente en casos como los de violencia doméstica o po-
sible agresión.

El Observatorio de Justicia y Género, del Poder Judicial 
de la República Dominicana, cuenta con la denomina-
da Línea de vida, el cual es un servicio que se ofrece a 
través de una central telefónica a los ciudadanos y a 
las ciudadanas el registro y la atención gratuita y efec-
tiva de las denuncias por hechos violentos, tanto a las 
mujeres víctimas de agresiones, así como NNA que su-
fran maltratos y abandonos. Esta línea fue puesta en 
funcionamiento por el Procuraduría Fiscal del Distrito 
Nacional en el año 2006, identificando que la comu-
nicación rápida y efectiva es clave para lograr que las 
víctimas reciban atención inmediata cuando decide 
denunciar la violencia.

En la República Dominicana como buenas prácticas 
se encuentra, en primera instancia, que la Procuradu-
ría General de la República en cada Distrito/Departa-

mento Judicial tiene un departamento que le presta 
atención a las víctimas de violencia de género, sexual 
e intrafamiliar y que estos, a su vez, tienen un equipo 
multidisciplinario compuesto por psicólogos forenses, 
trabajadores sociales, médicos legistas, y fiscales, con 
experiencia en el área. De igual manera, sobresale 
que desde el año 2005 iniciaron charlas orientadoras 
para hombres con problemas de conducta que afec-
taban sus familias y que se encontraban sometidos a 
procesos en materia de violencia, sexual e intrafami-
liar. En julio de 2008 se creó el Centro de Intervención 
Conductual para Hombres donde específicamente se 
brindan charlas tendientes a su reinserción en la socie-
dad y que manejen la ira y las expresiones de violencia 
ejercida en contra de mujeres y NNA más vulnerables.

Por último, es positivo que el Poder Judicial de la Re-
pública Dominicana, con miras a brindar un mejor ser-
vicio a los usuarios del sistema de justicia y con apoyo 
de instituciones extranjeras, haya creado el Observa-
torio de Justicia y Género (gerencia de equidad y po-
blaciones vulnerables) y la Dirección Justicia Inclusiva 
que tienen como función dar seguimiento a las sen-
tencias y demás resoluciones judiciales dictadas en 
este ámbito con el fin de plantear pautas de actuación 
en el seno del Poder Judicial y, a la vez sugerir aquellas 
modificaciones legislativas que se consideren necesa-
rias para lograr una mayor eficacia y contundencia en 
la respuesta judicial.

LA ATENCIÓN A LAS 
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Para mejorar, en términos generales, es relevante pro-
curar que el acceso a la justicia de las víctimas de deli-
to penal se caracterice por la salvaguarda de su dere-
cho de participación e información a todo lo largo del 
proceso, recibiendo un trato digno procurando evitar 
su revictimización con un mal manejo y tratamiento 
de los casos por parte de los operadores del sistema 
jurídico, de ahí que debe apreciarse el cumplimiento 
irrestricto de incentivar que la víctima reciba una asis-
tencia integral conforme los parámetros nacionales e 
internacionales de derechos humanos.

Se hace imperante la necesidad de la creación de una 
normativa especial sobre la asistencia a las víctimas 
de delitos violentos y agresiones sexuales, con un ór-
gano que se encargue de la coordinación general inte-
restatal para el diseño, implementación, seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas de los programas 
de apoyo, asistencia, protección, reparación integral a 
las víctimas.

Así mismo, brindar orientación adecuada sobre la pro-
blemática y la posible ayuda que se le puede dar a las 
personas afectadas desde la primera intervención con 
una clara información sobre sus derechos que reciba 
las atenciones requeridas con empatía, solidaridad, 
calidad y confidencialidad. De igual manera, desarro-
llar acciones para crear y fortalecer los servicios de 
atención a víctimas de delitos en especial atención a 
personas vulnerables en todo el territorio nacional y 
que no se centren en las grandes ciudades, ampliando 
el abanico y que los programas sean de forma gene-
ral y no como los existentes hoy en día que se limitan 
a las víctimas de Violencia de Género e Intrafamiliar 
donde se hace mayor énfasis.

REPÚBLICA DOMINICANA
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Desde finales de los 80 e inicios de los 90 en Uruguay 
se empieza a dar una respuesta a las víctimas por par-
te de las organizaciones de la sociedad civil, quienes 
además del abordaje de NNA y mujeres comienzan a 
desarrollar programas de sensibilización a la sociedad 
en general y a las instituciones del Estado. En 1995 se 
incorpora el delito de violencia doméstica en el Código 
Penal a través de un artículo de la Ley de Seguridad 
Ciudadana. Posteriormente, en 2002 se crea la Ley 
17514 de Violencia Doméstica donde se establecen la 
creación de Juzgados Especializados solo en la capital 
del país, mientras que en el interior del país asumen 
competencia los jueces de familia. Seguidamente, en 
el año 2004 se sanciona la Ley 17823 (14/9/2004) – 
Sanción del Código de la Niñez y Adolescencia, la cual 
implica la adaptación al derecho interno de lo estable-
cido en la Convención Internacional de los Derechos 
del Niño ratificada por nuestro país. Se crean nuevos 
organismos como los Consejos Consultivos y se con-
voca a redes de organizaciones no gubernamentales 
(ONGs) que establecen paulatinamente en todo el 
país.

En la actualidad, se cuenta con el Sistema Integral de 
Protección a la Infancia y Adolescencia contra la Vio-
lencia (SIPIAV), creado en el año 2007, que aborda en 
forma interinstitucional la protección y garantía de de-
rechos a las víctimas NNA. A partir del año 2007 se 
crearon mapas de ruta, protocolos, guías para el abor-
daje en varias instituciones como en la educación, sa-
lud, INAU, Ministerio del Interior, etc. que parten del 
enfoque de género, generaciones y derechos.

Ahora bien, la situación de Uruguay con respecto a las 
víctimas tiene un punto de inflexión importante a par-
tir de la sanción del actual Código de Proceso Penal, 
Ley Nº 19.293 de 19/12/2014, cuya vigencia se prorro-

gó en principio según su artículo 383 al 1º de febrero 
de 2017 prorrogable nuevamente a su actual entrada 
en vigor en el mes de noviembre de 2017. En 2018 y 
2019 convivieron las dos normas del Código del Proce-
so Penal, actualmente todavía quedan algunos casos 
del llamado “Código viejo” del sistema inquisitivo.

A finales del año 2017 se promulga la Ley de Violen-
cia hacia las Mujeres Basada en Género, que prote-
ge a mujeres, niñas y adolescentes y que instaura el 
cumplimiento al menos desde el punto de vista legis-
lativo de las obligaciones del Estado a través de los 
instrumentos internacionales que ha ratificado. Pos-
teriormente, en el año 2019 se reforma el Código de 
la Niñez y Adolescencia con la Ley 19747, modificando 
los artículos 118 y siguientes de este código, que es-
tablece un claro y amplio Estatuto de la Defensa de 
las Infancias y Adolescencias, y abordando principios 
de intervención y derechos en los procedimientos ju-
diciales y administrativos. 

Entre los aspectos positivos se encuentra el avance a 
nivel de las legislaciones, así como los compromisos 
con las diferentes convenciones, acuerdos, tratados 
que Uruguay adhiere. También es menester destacar 
que han aumentado las capacitaciones para los ope-
radores ya sea tanto jueces, fiscales, defensores, psi-
cólogos, asistentes sociales, así como la concientiza-
ción que el abordaje sea un trabajo en equipo y un 
servicio integral, así como la producción de manuales 
de Buenas Prácticas, Mapas de Ruta, etc. Así mismo, 
ha aumentado la sensibilización social frente a la te-
mática en cuestión lo que repercute de manera posi-
tiva sobre el grado de exigencia y el cumplimiento de 
los derechos de las víctimas. 
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En cuanto a las buenas prácticas, es válido mencionar 
el avance normativo integral en cuanto a la protección 
de los derechos de las víctimas. Desde entidades como 
la Fiscalía General y la Asistencia a Víctimas, el Minis-
terio de Salud Pública, la Asociación de Magistrados, 
entre otros organismos, se han realizado publicacio-
nes que estimulan buenas prácticas. Así mismo, se re-
gistran mayores índices de capacitación, especialmen-
te aquellas que se realizan por plataformas virtuales. 
También el tema ha registrado mayor presencia en las 
políticas públicas y en los discursos políticos, es decir, 
se ha convertido en un asunto de importancia pública.

En lo que respecta a las propuestas de mejora de la 
situación analizada es de carácter urgente que se dise-
ñen e implementen políticas y medidas de reparación 
de vulneraciones de derechos, esto en concordancia 
con la responsabilidad que le asiste al Estado. Este tipo 
de iniciativas deben ir de la mano con la identificación 
y protección a los sectores más vulnerables, excluidos 
y víctimas. De igual manera, se requieren políticas de 
información y comunicación a la sociedad en general 
sobre los derechos. Además, deben existir instancias 
con los operadores judiciales que permitan repensar 
y evaluar las prácticas, analizar sobre qué marco teóri-
co, desde qué mirada y/o postura se actúa, entre otros 
aspectos.

En Uruguay, en lo que respecta a la atención pericial 
de las víctimas más vulnerables los puntos más impor-
tantes se encuentran en las leyes 19580 o ley integral 
de violencia contra las mujeres basada en género y la 
ley 19747, modificativa del Código de la Niñez y Ado-
lescencia complementario de la anterior que, entre 
otros aspectos, fortalece el acceso a la justicia de NNA, 
adecúa los mecanismos para protección y restitución 
de sus derechos en situaciones de violencia y/o cuan-
do otros derechos estén amenazados o vulnerados.

Estos avances normativos son innovadores en el con-
texto uruguayo en tanto incluye una definición de 
maltrato y violencia sexual hacia NNA, establece un 
proceso para dictar y recurrir sentencias, en plazos 
breves (3 días para recurrir); incorpora el concepto de 
que la violencia basada en género hacia sus cuidado-
ras es un tipo de violencia directa hacia NNA; intro-
duce elementos como las medidas cautelares para la 
protección de NNA, el principio de no discriminación y 
el derecho al acompañante emocional en las distintas 
instancias del proceso judicial; define maltrato y vio-

lencia sexual como toda forma de perjuicio, abuso o 
castigo físico, psíquico o humillante, descuido o trato 
negligente, abuso sexual o explotación sexual; exposi-
ción a violencia basada en género hacia responsables 
de su cuidado; y, por último, crea un Sistema Integral 
de Protección a la Infancia y a la Adolescencia contra 
la Violencia (SIPIAV), dándole un carácter legal, institu-
cional y permanente a los espacios de atención que ya 
venían funcionando. 

Entre los aspectos positivos se encuentra, al igual que 
en los aportes del módulo anterior, que en la Ley 19580 
se disponen los derechos de las mujeres víctimas de 
violencia en los procesos administrativos o judiciales, 
así como de NNA, la cual se construyó como una ley de 
protección integral. Sus principios y directivas abarcan 
todas las materias sin excepción, alcanza incluso de 
igual forma funcionarios públicos y privados. 

En lo que respecta a las buenas prácticas, al igual que 
en el módulo anterior, es válido mencionar el avance 
normativo referente a la protección de los derechos 
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de las víctimas. Desde entidades como la Fiscalía Ge-
neral y la Asistencia a Víctimas, el Ministerio de Salud 
Pública, la Asociación de Magistrados, entre otros or-
ganismos, se han realizado publicaciones que estimu-
lan buenas prácticas. Así mismo, se registran mayores 
índices de capacitación, especialmente aquellas que 
se realizan por plataformas virtuales. También el tema 
ha registrado mayor presencia en las políticas públicas 
y en los discursos políticos, es decir, se ha convertido 
en un asunto de importancia pública.

Como propuestas de mejora se sugiere fortalecer el 
trabajo intersectorial y, en especial, de los peritos de 
las leyes que implican al servicio desde su concepción 
en el Poder Legislativo y en la puesta en marcha en los 
diferentes organismos. Así mismo, es relevante contar 
con un programa informático logístico y de comuni-
cación entre los diferentes profesionales peritos y/o 
de nivel asistencial que aborden situaciones donde se 
encuentren vulnerados los derechos de las víctimas 
especialmente de NNA y mujeres.

También se requiere capacitación permanente de los 
peritos creándose acuerdos entre el ITF con la acade-
mia del país, a nivel regional e internacional. En esa 

línea, es necesario y prioritario que se unifiquen crite-
rios con capacitaciones a todos los técnicos integran-
tes de las diferentes unidades. Por último, y no menos 
importante, deben apoyarse proyectos de investiga-
ción en cuanto a los temas de mayor incidencia por 
cantidad de casos y/o incidencia en la vida de los justi-
ciables con el fin último del bien social.

Como se mencionó en líneas anteriores, la situación 
de Uruguay con respecto a las víctimas tiene un punto 
importante a partir de la sanción del actual Código de 
Proceso Penal, Ley Nº 19.293 de 19/12/2014 cuya vi-
gencia se prorrogó en principio según su artículo 383 
al 1º de febrero de 2017, prorrogable nuevamente a 
su actual entrada en vigor en el mes de noviembre de 
2017.  Este nuevo Código establece un cambio del sis-
tema penal inquisitivo a un sistema penal acusatorio 

y adversarial. En el antiguo sistema las víctimas no te-
nían casi intervención, no era parte del proceso y en 
general no podían intervenir en él o la intervención era 
casi nula (testimonial). La jurisprudencia mayormente 
y también gran parte de la doctrina le dan a la víctima 
la calidad de “tercero coadyuvante” del Ministerio Pú-
blico o Fiscalía en Uruguay. En esto se encuentra una 
diferencia importante con el sistema español y otros 
sistemas.
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Ahora bien, en cuanto a las buenas prácticas imple-
mentadas desde instancias de la institucionalidad uru-
guaya se encuentra, inicialmente, la creación de guías 
de buenas prácticas. También hay que resaltar que en 
algunos lugares la atención a las víctimas y coordina-
ción entre los operadores funciona sin dificultades. 
Por otra parte, es una buena práctica que exista una 
Atención a Víctimas y Testigos que depende de la Fis-
calía creada a partir del Código del Proceso Penal que 
inicia a finales del 2017. Es preciso resalta que desde 
el año 2007 accedemos al Sistema Integrado de Salud 
que prevé la creación de equipos multidisciplinarios 
en el marco de la Salud Mental, cuyos fines compren-
den la valoración de necesidad de tratamiento de los 
usuarios, indicar la prestación de asistencia, la moda-
lidad de esta, y/o la derivación que se estime conve-
niente. 

Como propuestas de mejora de la situación analizada 
se estipula analizar y separar orgánicamente la Uni-
dad de Víctimas del Ministerio Público y que pase a ser 
parte del Poder Judicial o convertirse en un ente des-

concentrado. También se sugiere establecer normas 
claras que no restrinjan las posibilidades a las víctimas 
y que aseguren el derecho a la defensa desde el inicio 
del proceso. Por otra parte, es menester que se garan-
tice el acceso a la justicia gratuita desde el inicio de las 
actuaciones sin limitaciones y que se amplíen las ca-
pacitaciones de los operadores y que dichas capacita-
ciones se adecúen a las nuevas normas de prevención 
en materia de protección y prevención de la violencia 
en todas sus formas.
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Entre las grandes conclusiones aportadas por los paí-
ses participantes se encuentran una serie de retos y 
obstáculos para mejorar la atención pericial a las vícti-
mas más vulnerables. Si bien en los países latinoame-
ricanos y del Caribe hay un cuerpo normativo robusto 
que da cuenta de la atención a las víctimas y se han 
realizados esfuerzos notables por actualizar esa nor-
matividad respecto a la evolución de la jurisprudencia 
internacional, persisten barreras de acceso para que 
las víctimas puedan recibir una atención integral. 

Uno de los obstáculos identificados que, naturalmen-
te, se convierte en una barrera de acceso difícil de 
franquear, es la centralización de la oferta institucio-
nal. Esto quiere decir que los esfuerzos estatales por 
brindar atención a las víctimas se concentran en los 
grandes centros poblados, lo que deja en condiciones 
de vulnerabilidad a las zonas rurales y limita el acce-
so a la atención para quienes viven en las periferias o 
márgenes geográficos de los países latinoamericanos. 
En consecuencia, sigue siendo una deuda pendiente 
en Latinoamérica y el Caribe trabajar con miras a lo-
grar una igualdad real, material y efectiva en la aten-
ción a las víctimas, especialmente las más vulnerables. 

Otro hallazgo relevante y, dicho sea de paso, preocu-
pante, consiste en el desconocimiento relativamente 
generalizado frente a los derechos de las víctimas. Es 
decir, a nivel social no son claras las nociones sobre los 
derechos de las víctimas ni, mucho menos, se conoce 
cuáles son los mecanismos y procedimientos institu-
cionales disponibles para atender un caso de victimi-
zación. Por lo tanto, es importante crear espacios para 
la concientización sobre los derechos de las víctimas, 
espacios dirigidos no solo a quienes se encargan de 

impartir justicia o brindar atención, sino a la sociedad 
en general que debe estar al tanto de los derechos 
que tiene en casos de victimización y del actuar proce-
sal disponible según sea el contexto.

En los aportes de cada uno de los países participantes 
en el curso, quienes desde sus particularidades y con-
textos específicos brindaron insumos valiosos, es po-
sible extraer ideas para dar forma a posibles los espa-
cios de concientización. Por ejemplo, se sugiere crear 
plataformas comunicativas que divulguen de manera 
más constante los derechos de las víctimas a la socie-
dad y estimulen la interacción entre la sociedad y el 
ente precursor.

Por otra parte, también es relevante señalar una evo-
lución constante en los cuerpos normativos relacio-
nados con la restitución de derechos. Esta evolución 
está marcada principalmente por la incorporación de 
la idea de reparación del daño, es decir, que el enfo-
que normativo y jurisprudencial no sea solo restituir 
derechos, sino aplicar un énfasis especial en reparar 
esos daños provocados por la comisión del delito en 
beneficio de la salud mental y el bienestar integral de 
los sobrevivientes de violencia. En este punto es válido 
agregar que ese cambio de enfoque debe ir acompa-
ñado por los instrumentos jurídicos y los mecanismos 
y procedimientos necesarios para que se materialice 
la reparación integral teniendo en cuenta que la repa-
ración del daño también cuenta con un componente 
emocional y/o psicológico.

CONCLUSIÓN
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Las partidas presupuestarias destinadas a la imple-
mentación y ejecución de políticas y/o programas des-
tinados a la atención de las víctimas fue otro elemento 
que centró la atención de los grupos de trabajo. De 
manera generalizada se solicita ampliar el presupues-
to asignado para estos fines y, quizás para garantizar 
estabilidad y continuidad en la ejecución, que se insti-
tucionalicen los programas de atención a las víctimas 
de tal manera que el respaldo presupuestal no esté 
sujeto a la voluntad política de los gobernantes de tur-
no o no se convierta en botín de disputa por parte de 
los políticos profesional.  

Para finalizar, hay dos asuntos que merecen ser men-
cionados. Primero, la relevancia de estudiar y analizar 
las experiencias internacionales para recolectar en-
señanzas que permitan mejorar el trabajo domésti-
co. Así, los grupos de trabajo señalaron la necesidad 
de optimizar los protocolos de atención pericial a las 
víctimas de violencia y destacaron el caso de España 
como experiencia exitosa y digna de réplica a partir de 
la creación de las oficinas de Atención a las Víctimas 
del Delito del Ministerio de Justicia.

Por último, y no menos importante, la necesidad de 
que el entramado jurídico de cada país esté en capaci-
dad de brindar una respuesta singular e individualiza-
da a las víctimas, especialmente aquellas más vulnera-
bles, personas con superiores dificultad que tienen un 
alto riesgo de sufrir victimización secundaria e incluso 
terciaria. Por lo tanto, los esfuerzos institucionales de-
ben concentrase también en esta particularidad con 
miras en no prolongar la victimización y aportando so-
luciones orientadas a la prevención y a la protección 
integral.

En suma, el acumulado de experiencias e información 
aquí consignadas constituyen una iniciativa valiosa 
para tanto para propiciar el conocimiento y las relacio-
nes entre las instituciones públicas de América Latina 
y el Caribe, como para dar los primeros pasos hacia 
una mejoría en los protocolos de atención pericial a 
las víctimas de violencia, especialmente las más vulne-
rables. 
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